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TEXTO DE LA CITACION 


«Montevideo, 16 de julio de 1999. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria, a solicitud de varios señores Sena- 
dores, el próximo miércoles 21, a la hora 16, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la discusión particular del proyecto de 
ley por el que se modifica la legislación vigente 
tendiente a combatir la usura. 


(Carp. N* 417/96 - Rep. N* 728/98) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


2%) Por el que se establecen normas sobre factoring y 
securitización de activos. 


(Carp. N* 1323/99 - Rep. N* 931/99. Anexo l) 


3%) Por el que se crea el Fondo de Inversiones para la 
Colonización, el que será administrado por el Insti- 
tuto Nacional de Colonización. 


(Carp. N* 706/97 - Rep. N* 761/98) 

4%) Elección de miembros de la Comisión Permanente 

del Poder Legislativo (artículo 127 de la Constitu- 
ción). 

5%) Continúa la discusión particular del proyecto de 


ley por el que se regulan las técnicas de reproduc- 
ción humana asistida. 


(Carp. N* 410/96 - Rep. N* 774/98. Anexo 1/99) 


6%) Por el que se declara falta laboral grave de la parte 
empleadora todo acto de violencia, injuria, amena- 


79) 


8%) 


9%) 


10) 


11) 


12) 


za, malos tratos, acoso sexual o cualquier otra vio- 
lación al deber del respeto de la personalidad físi- 
ca O moral del trabajador, cometidos por el em- 
pleador o representantes o por familiares. 


(Carp. N* 636/97 - Rep. N* 813/98. Anexo 1/99) 


Discusión particular del proyecto de ley por el que 
se declara que las trabajadoras públicas o privadas 
en estado de gravidez, no podrán ser destinadas a 
cumplir tareas que por su naturaleza pudieran afec- 
tarlas. 


(Carp. N* 1185/98 - Rep. N* 749/98) 


Por el que se establece que el Ministerio del Inte- 
rior deberá hacer efectivo el pago de los aportes al 
Servicio de Retiros y Pensiones Policiales corres- 
pondientes a las remuneraciones que los funciona- 
rios perciben por tareas extraordinarias (artículo 
222 de la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 
1964). 


(Carp. N” 1184/98 - Rep. N* 784/98) 


Por el que se tributan diversos homenajes a inte- 
grantes de las Fuerzas Armadas y Policiales abati- 
dos en la lucha contra la sedición. 


(Carp. N* 1189/98 - Rep. N* 820/98) 


Por el que se aprueba el Tratado sobre Asistencia 
Mutua en Materia Penal entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno de Canadá. 


(Carp. N* 1284/98 - Rep. N* 880/99) 


Por el que se aprueba el Tratado de Asistencia 
Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre la Repú- 
blica y la República de Venezuela. 


(Carp. N* 1282/98 - Rep. N* 881/99) 


Por el que se reglamenta el ejercicio de la profe- 
sión de psicológo. 


(Carp. N* 1364/99 - Rep. N* 883/99) 
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15) 
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18) 
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Continúa la discusión única de las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes al 
proyecto de ley por el que se prohíbe la introduc- 
ción al país de desechos químicos, biológicos o 
radiactivos. 


(Carp. N* 100/95 - Rep. N* 657/98) 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República y el Gobierno de Canadá, para 
la Cooperación en los Usos Pacíficos de la Energía 
Nuclear. 


(Carp. N* 1549/89 - Rep. N* 896/99) 


Por el que se aprueba el Protocolo sobre Promo- 
ción y Protección de Inversiones Provenientes de 
Estados no Partes del MERCOSUR. 


(Carp. N* 794/97 - Rep. N* 892/99) 


Por el que se aprueba el Acuerdo para la Promo- 
ción y Protección de Inversiones entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Malasia. 


(Carp. N* 467/96 - Rep. N* 897/99) 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República y el Gobierno del Estado de 
Israel para la Promoción y Protección Recíproca 
de Inversiones. 


(Carp. N* 1142/98 - Rep. N* 893/99) 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República y el Gobierno de la República 
de Venezuela para la Promoción y Protección Re- 
cíproca de Inversiones. 


(Carp. N* 1267/98 - Rep. N* 895/99) 


Por el que se reglamenta el artículo 118 de la Cons- 
titución fijando plazos para la respuesta de los pe- 
didos de datos e informes. 


(Carp. N* 1052/98 - Rep. N* 904/99) 


Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se declara de interés nacio- 
nal la zona costera del balneario Aguas Dulces, 
ubicado en la 4ta. Sección Judicial del departa- 
mento de Rocha. 


(Carp. N* 1290/98 - Rep. N* 815/98) 


Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se autoriza la salida del país del Buque 
ROU *Montevideo” y su tripulación para participar 
en la Operación UNITAS XL. 


(Carp. N* 1404/99 - Rep. N* 934/99) 
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22) Por el que se concede pensión graciable al señor 
Ruben Orrico. 


(Carp. N* 1417/99 - Rep. N* 935/99) 


23) Informe de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionado con la solicitud de venia del Poder 
Ejecutivo para destituir de su cargo a una funcio- 
naria del Ministerio de Economía y Finanzas. (Pla- 
zo constitucional vence 4 de agosto de 1999). 


(Carp. N* 1377/99 - Rep. N* 900/99) 


24) Proyecto de resolución elevado por la Comisión de 
Asuntos Internacionales por el que se crea la Aso- 
ciación de Amistad Parlamentaria entre la Repúbli- 
ca y la República Arabe Saharaui Democrática. 


(Carp. N* 1361/99 - Rep. N* 842/99) 


Mario Farachio 
Secretario.» 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: la señora Senadora Arismendi, los señores Se- 
nadores Astori, Atchugarry, Bentancur, Bergstein, Brezzo, 
Carvalho, Cid, Couriel, Chiesa, Dalmás, Gandini, Garat, 
García Costa, Gargano, Heber, Irurtia, Iturria, Korzeniak, 
Mallo, Mascheroni, Millor, Pozzolo, Ricaldoni, Santoro, Sar- 
thou, Segovia, y Virgili. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Michelini, 
Pereyra y Ricaldoni, con aviso, el señor Senador Hierro Ló- 
pez y sin aviso, el señor Senador Andújar. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 23 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de los asuntos entra- 
dos. 


(Se da de los siguientes:) 
«Montevideo, 21 de julio de 1999. 


La Presidencia de la Asamblea General destina Men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los si- 
guientes proyectos de ley: 


por el que se designa con el nombre “Portones de 
Carrasco” la Escuela N” 283 del Departamento de 
Montevideo. 

-A LA COMISION DE EDUCACION Y CULTURA. 
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por el que se autoriza a efectivos del Regimiento de 
Caballería Mecanizado N* 7, con asiento en la ciu- 
dad de Río Branco a concurrir a la República Fede- 
rativa del Brasil, ciudad de Yaguarón para participar 
en los actos conmemorativos de la Independencia de 
dicho país. 

-A LA COMISION DE DEFENSA NACIONAL. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rios Mensajes del Tribunal de Cuentas comunicando las 
Resoluciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


de la Administración Nacional de Usinas y Trasmi- 
siones Eléctricas relacionado con la ejecución del 
“Proyecto de Trasmisión y Distribución Eléctrica” 
financiado parcialmente con recursos del Convenio 
de Préstamo BIRF N*3949-UR, 


de la Administración Nacional de Educación Públi- 
ca, Consejo de Educación Técnico Profesional, rela- 
cionada con contrataciones en el área informática, 


de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto rela- 
cionada con los Estados Financieros correspondien- 
tes a la ejecución del Programa Infraestructura para 
Empresas Lecheras, financiado parcialmente con re- 
cursos del Préstamo BID N* 914/0C-UR, 


del Banco de Previsión Social relacionado con el 
Estado de Situación Patrimonial, el Estado de Re- 
sultados y el Estado de Origen y Aplicación de Fon- 
dos correspondiente al Ejercicio 1997. 

-TENGANSE PRESENTE. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje solicitando venia 
para designar Miembro Integrante del Directorio del Ban- 
co de Seguros del Estado al doctor José Albérico Ca- 
marero Placeres. 

-A LA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATI- 
VOS. Por disposición reglamentaria se efectuó su re- 
partido. 


La Cámara de Representantes remite notas comuni- 
cando la sanción de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se autoriza la salida de aguas jurisdiccio- 
nales del Buque ROU “Vanguardia” y su tripulación 
para participar en la Operación “Salvex VIID; 


por el que se autoriza la salida de aguas jurisdiccio- 

nales del Buque ROU “General Artigas” para parti- 

cipar en la Operación Júpiter VIP. 

-TENGANSE PRESENTE Y AGREGUENSE A SUS 
ANTECEDENTES. 


La Intendencia Municipal de Montevideo remite nota 
acusando recibo de la exposición escrita presentada por 
el señor Senador Luis Alberto Heber proponiendo la 
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exoneración de la Contribución Inmobiliaria Rural y re- 
ducción de tributos domiciliarios a los productores agro- 
pecuarios. 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR LUIS ALBERTO HEBER.» 


EXPOSICION ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una exposición 


escrita. 


5) 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Heber solicita se curse una expo- 
sición escrita al Ministerio de Economía y Finanzas re- 
lacionada con las partidas presupuestales asignadas al 
Plenario Nacional de Organizaciones de Impedidos 
(PLENADI).» 


-Se va a votar si se accede al trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-15 en 17. Afirmativa. 

SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 


licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


«El señor Senador Ricaldoni solicita licencia por el 
día de hoy a partir de la hora 17 y 30.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 21 de julio de 1999. 
Sr. Presidente del Senado 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia por el día de hoy a 
partir de las 17:30 horas. 


Sin otro particular, le saludo muy atentamente. 
Américo Ricaldoni. Senador.» 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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A partir de ese momento se convocará al suplente respecti- 
vo, señor Senador Bentancur, quien ya ha prestado el juramen- 
to de rigor. 


6) PROYECTO DE RESOLUCION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un proyecto de 
resolución. 


(Se da del siguiente:) 


«Proyecto de Resolución por el que se encomienda 
a la Comisión de Constitución y Legislación que convo- 
que al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas a 
su seno.» 


-Léase. 
(Se lee:) 


«Encomendar a la Comisión de Constitución y Le- 
gislación convoque al señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas a fin de solicitar al mismo explicaciones 
sobre el contenido del discurso que pronunciara el pasa- 
do 18 de julio, en representación del Poder Ejecutivo, y 
en mérito a lo actuado informe al Senado sobre los 
eventuales procedimientos a seguir. 


García Costa, Santoro, Garat, Mallo, Maschero- 
ni, Chiesa. Sendores.» 
-REPARTASE. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: no estoy se- 
guro de si ya se terminó de repartir un proyecto de resolución 
que presentáramos con otros señores Senadores ante el Cuer- 
po, con el fin de encomendarle a la Comisión de Constitución 
y Legislación que convoque al señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas, a efectos de analizar con él los resultados de 
las palabras que pronunciara en nombre del Poder Ejecutivo el 
pasado 18 de julio. Posteriormente, la Comisión aconsejará -si 
así lo estima- al Cuerpo, una vez de que finalice tal tarea. 


Concretamente, formulo moción para que se ponga a vota- 
ción el proyecto de resolución que acabamos de comentar bre- 
vemente, señalando apenas sus características. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Sin perjuicio de las aclaracio- 
nes que realizó el señor Ministro en el día de ayer, acerca del 
absoluto respeto al Tribunal de Cuentas -al punto tal de que se 
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ha encomendado la redacción de un nuevo pliego- y habiendo 
dejado claro que en ningún momento pretendió aludir a perso- 
nas que integran el Tribunal o a partidos, confieso que no 
tengo ninguna duda de que él concurrirá con gusto a formular 
esas mismas precisiones en la Comisión. 


En consecuencia, aunque creo que es innecesario votar este 
proyecto de resolución, lo acompañaremos con mucho gusto 
porque, seguramente, el señor Ministro concurrirá presuroso a 
la Comisión a fin de brindar las explicaciones que se le solici- 
ten. Esta era la aclaración que deseábamos hacer, es decir, de 
que vamos a acompañar esta votación, no porque creamos que 
sea necesario, ya que bastaba la invitación de los señores Se- 
nadores para que el señor Ministro concurriera a dar explica- 
ciones sobre las manifestaciones que realizara en el día de ayer 
en forma pública. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- ¿Qué estamos votando? ¿Que el señor 
Ministro concurra a la Comisión? ¿Acaso es necesario votar 
eso? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado resuelve encomendar 
esta tarea a la Comisión de Constitución y Legislación, tal 
como dice el repartido que el señor Senador Millor tiene en su 
poder. Es un proyecto de resolución presentado por varios 
señores Senadores y el Senado vota encomendarle esto a la 
Comisión, que lo tratará, según lo explicó el propio señor Se- 
nador García Costa, y tomará una decisión. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Simplemente, quiero dejar una cons- 
tancia y lo hago con el mayor respeto por la Comisión de 
Constitución y Legislación. Somos grandes partidarios del con- 
tacto permanente del Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo a 
través de las Comisiones. En ese sentido, esto me parece bien. 
Creo que esto es algo así como llover sobre mojado. Si la 
citación es en función de posibles cuestionamientos del señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas al Tribunal de Cuen- 
tas, creo que la prensa se ha hecho eco, y en abundancia, de las 
aclaraciones correspondientes que efectuó. Si la citación es a 
los efectos de determinar retractaciones o algo por el estilo, 
respecto al tema de fondo, me parece que está muy clara la 
posición del Poder Ejecutivo, de nuestro Partido, en el sentido 
de lo que se ha manifestado. Quiero aclarar lo siguiente. Si 
votamos esto, es por una cuestión de deferencia. Comparto 
totalmente lo que se ha dicho en el sentido de que en el puerto, 
hoy, está medrando con la ineficiencia del Estado determinada 
empresa y lo viene haciendo desde hace muchísimos años. 
Entonces, estas demoras en adjudicar la terminal de contene- 
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dores perjudican al país y a los uruguayos que hoy están 
pagando más por lo que tendría que costar menos. Quiero 
que quede claro que vamos a votar por una cuestión de defe- 
rencia -pues no es necesario ni siquiera votarlo- pero hay dos 
temas totalmente distintos. Uno de ellos son las supuestas alu- 
siones del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas a la 
gestión del Tribunal de Cuentas. Las ha aclarado hasta el can- 
sancio y la prensa se ha hecho eco de las mismas. 


El otro tema es la cuestión de fondo, que es un aspecto 
netamente político. Entonces, si es por este último tema, está 
bien que venga el señor Ministro. Pero lo dicho está dicho y es 
compartido por nosotros. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Voy a votar este proyecto de resolu- 
ción que encomienda a la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción a convocar al señor Ministro de Transporte y Obras Pú- 
blicas, porque además de que sus miembros le soliciten las 
explicaciones que correspondan, dicho proyecto de resolución 
establece: «en mérito a lo actuado, informe al Senado sobre los 
eventuales procedimientos a seguir.» 


Vamos a entendernos, señor Presidente. Esto no es una 
interpelación, pero es casi algo por el estilo. Escuché ayer las 
aclaraciones del señor Ministro de Transporte y Obras Públi- 
cas, y anteayer otras, en las que había alusiones políticas direc- 
tas, no sólo respecto al tema de la playa de contenedores o a 
las empresas, sino también en cuanto a organizaciones de natu- 
raleza social, etcétera, a las cuales presuntamente él decía ha- 
berse referido. Ahora escuché las otras aclaraciones, pero lo 
que se dijo es muy serio, y más aún tomando en cuenta que 
dichas palabras fueron pronunciadas en un acto de carácter 
institucional, hablando en nombre del Poder Ejecutivo. Me 
parece que las aclaraciones se deben dar con el texto del dis- 
curso sobre la mesa. En ese sentido, habría que preguntarle al 
señor Ministro si mantiene esos puntos de vista y pedirle una 
relación de todas las aclaraciones que hizo durante dos días, 
porque habló profusamente acerca de su discurso. 


De modo que voy a votar este proyecto de resolución en el 
entendido de que esto es un llamado a Comisión -no es un 
llamado a Sala- para que se esclarezca qué es lo que el señor 
Ministro afirmó en su intervención. 


SEÑOR BREZZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BREZZO.- Vamos a votar, en alguna medida, por 
los fundamentos que ha dado el señor Senador Atchugarry. En 
el Senado puede haber interpretaciones distintas en cuanto a si 
esto es casi una interpelación. A mi juicio, no es una interpela- 
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ción, como ha dicho el señor Senador Gargano; es un llamado 
a Comisión y creo que es razonable el planteo. El señor Sena- 
dor Atchugarry explicó que le parecía que era una buena vía 
para resolver este tema y lo manejaremos en esos términos. 
Entonces, vamos a votar en ese tono, en ese plano. Aceptamos 
que pueda haber interpretaciones distintas, pero vale la pena 
precisar el sentido de nuestro voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
7) USURA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado entra al orden del 
día continuando con la consideración del asunto que fi- 
gura en primer término: «Proyecto de ley por el que se 
modifica la legislación vigente tendiente a combatir la 
usura (Carp. N* 417/96 - Rep. N* 728/98)». 


(Antecedentes: ver 28* S.O.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 2*. 
SEÑOR BREZZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BREZZO.- Me da la impresión de que no hubo 
demasiado debate en el Senado sobre los literales a), b) y c). 
Lo que sí hubo fue la consideración de una propuesta de agre- 
gar un literal presentado por el señor Senador Carvalho. Lo 
novedoso aquí es que se mantiene la legislación que venía 
anteriormente, con la variante de pasar lo que es el literal c) 
-que es la condición para tipificar el delito- a la situación de 
agravante solamente. No vamos a acompañar el aditivo pro- 
puesto -ya lo señalamos en la sesión pasada- porque no corres- 
ponde a las características de los agravantes establecidos en 
los literales a), b) y c). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde el punto de vista regla- 
mentario, le asiste razón al señor Senador Brezzo. Correspon- 
dería votar el artículo 2* y luego proceder a la votación del 
aditivo presentado por el señor Senador Carvalho. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2? 
tal como viene de la Comisión. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quiero puntualizar que no nos he- 
mos apeado de nuestra opinión de que el abuso debería inte- 
grar la estructura del delito. Aún así, creemos que el proyecto 
tiene suficientes bondades como para no ponerle piedras en su 
camino. Hecha la reserva, hemos acompañado con nuestro voto 
este artículo. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- He votado este artículo en el enten- 
dido de que ¿quién puede negarse a que se considere una cir- 
cunstancia agravante lo que aquí se menciona? 


Digo, entonces, que esto está relacionado con lo que se 
establece en el artículo 1? del proyecto de ley -cuestión de 
fondo de toda la iniciativa- y que refiere a una norma por la 
que, de hecho, se da rango de ley a las actuales disposiciones 
que el Banco Central ha dictado y que autorizan a que se 
cobren -aclaro que, entre otros, he escuchado al Diputado Ma- 
chiñena volver a hablar de este tema- tasas de interés que 
superan el 300% más el IVA en los créditos. Esto es algo 
insólito. 


Si se llega a configurar la hipótesis extrema de que alguien 
pueda llegar a ser procesado por usura, este es un elemento 
para que se agrave la pena en caso de que se configuren estas 
situaciones, pero seguramente ello va a ser muy difícil. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el aditivo pre- 
sentado por el señor Senador Carvalho al artículo 2*, que refie- 
re a las circunstancias agravantes, que sería incluido como 
literal d) y que dice que el préstamo de dinero o el financia- 
miento de bienes y servicios constituya actividad profesional o 
habitual del autor. 


Para referirse al tema, tiene la palabra el señor Senador 
Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: se trata de man- 
tener en la disposición legal sobre esta materia, una norma 
actualmente vigente que estaba también incluida en el proyecto 
de ley originalmente presentado por el señor Senador Pereyra. 


Como tuve ocasión de explicar, no sé claramente cuáles 
son los motivos por los cuales puede desaparecer lo que ac- 
tualmente constituye una circunstancia agravante que entiendo 
plenamente justificada, en la medida en que las personas que 
se dediquen en forma profesional o habitual al préstamo de 
dinero o a la realización de operaciones financieras son las que 
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están especialmente obligadas a conocer y respetar la ley en la 
materia. De manera que me parece que el mantenimiento del 
agravante, con independencia de su contenido sancionatorio 
desde el punto de vista penal, representa un mensaje muy claro 
para las entidades y personas dedicadas a este tipo de negocios 
que estaría enviando el sistema político, concretamente, el Po- 
der Legislativo, en cuanto a su decisión de sancionar con seve- 
ridad todo comportamiento usurario. 


Es cuanto deseaba señalar. 
SEÑOR BREZZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Brezzo. 


SEÑOR BREZZO.- No vamos a acompañar con nuestro 
voto este aditivo, no porque consideremos que no se trata de 
un agravante, sino porque creemos que es tan grave caer en el 
delito de usura por el hecho de estar en la actividad de ventas 
de bienes y servicios en forma profesional o habitual o por no 
estarlo. Es tan grave una cosa como la otra y es por esa razón 
que, reitero, no vamos a votar el aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-6 en 20. Negativa. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Admito que, en materia penal y 
sobre el tema de los agravantes, puede haber campos sinuosos 
o discutibles. Ahora bien, la circunstancia de que una persona 
se dedique habitualmente a una actividad que se presume la 
conoce más que otras personas, y dentro de ella comete un 
delito, diría que es casi un agravante de cajón, para decirlo en 
términos populares. No capto por qué razón no se incluye esto. 
Esta es una manera, no de atenuar la responsabilidad, sino de 
decir que quienes se dedican a los préstamos pueden cometer 
un delito con una pena mayor que los que no se dedican, que 
naturalmente no pueden invocar la ignorancia de la ley, que 
todos sabemos no es una excusa, y sí tener una justificación 
más verosímil de haber incurrido en él. Un préstamo totalmen- 
te aislado y en circunstancias muy especiales, debe ser una 
cosa más atenuada desde el punto de vista de su sanción que 
aquél que efectivamente se dedica a esto. 


Me parece que si este proyecto de ley efectivamente se 
aprobara sigue perdiendo su efectividad al descartarse un agra- 
vante tan notorio como éste. Esto es algo así como cuando en 
los delitos típicos que una persona comete vinculados a su 
trabajo, se considera un agravante mayor el hecho de ser fun- 
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cionario público. ¿Por qué? Porque son personas que se dedi- 
can a diario a esa actividad y, por lo tanto, deberían conocer 
perfectamente lo que no debe hacerse desde el punto de vista 
penal. Aquí, como lo ha explicado el proponente del aditivo, 
sucede lo mismo. 


En consecuencia, me parece que el Senado debería reconsi- 
derar su actitud y votar este agravante. 


Muchas gracias. 


S) REGLAMENTACION DEL FUNCIONAMIENTO DE 
LOS BANCOS DE DATOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos informa la Secretaría que ha 
llegado a la Mesa una moción de orden del señor Senador 
Carvalho. 


Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- «Mociono 
para que el Senado considere en el primer punto del orden del 
día de la primera sesión ordinaria del mes de agosto, con o sin 
informe de Comisión, el proyecto de ley sobre reglamentación 
del funcionamiento de los Bancos de Datos, venido con apro- 
bación de la Cámara de Representantes.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
SEÑOR CARVALHO-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: el tema a que se 
refiere la legislación sobre Bancos de Datos es realmente tras- 
cendente y, como todos sabemos, ha venido cobrando mayor 
importancia en nuestra sociedad, en la vida común de los uru- 
guayos. 


Naturalmente, esto ha sido objeto de preocupación en mu- 
chos países, en una gran cantidad de ellos ya ha sido legislado, 
no sólo en los económicamente más desarrollados, sino tam- 
bién en algunos de nuestro entorno. 


Todo lo que tiene que ver con la regulación del tratamien- 
to automatizado de datos ha preocupado mucho, en tanto que 
representa no sólo una invasión del derecho a la privacidad o a 
la intimidad, sino porque también en muchos casos ha acarrea- 
do consecuencias económicas muy penosas sobre las personas 
incluidas, de hecho, en ese tipo de organizaciones de informa- 
ción. Generalmente, son muy limitados los medios de defensa 
que poseen las personas que tienen la desgracia de ser conside- 
rados deudores por algunos de estos sistemas de información. 
Naturalmente, nadie puede negar la conveniencia de la existen- 
cia de este tipo de sistemas en el desarrollo normal de la acti- 
vidad comercial. Pero este mismo hecho hace imperativo la 
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sanción de una legislación que, de alguna manera, reglamente 
u ordene la materia, garantizando los derechos tanto del ciuda- 
dano, a que se respete su privacidad e intimidad y no se mane- 
jen a sus espaldas datos relativos a su vida personal o a su 
situación económica sin la debida garantía de tener, al menos, 
conocimiento de lo que se está informando y también el dere- 
cho a controvertir tal información, como el derecho de las 
personas y las empresas a obtener información adecuada sobre 
la conducta comercial de otras compañías o personas. 


Este proyecto de ley fue largamente discutido en la Cámara 
de Representantes y desde hace bastante tiempo está radicado 
en la Comisión de Constitución y Legislación. Puesto que to- 
dos sabemos que se está acercando el fin de este período legis- 
lativo, me parece que no es bueno que, por el simple transcur- 
so del tiempo, quede sin dilucidarse, sin resolverse o sin votar- 
se en un sentido u otro una iniciativa que atiende aspectos 
esenciales, tanto desde el punto de vista de los derechos indivi- 
duales como del desarrollo de la actividad económica. 


Es por estas razones que me he permitido formular la mo- 
ción. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: adelanto que va- 
mos a apoyar esta moción porque, entre otras cosas, nos pare- 
ce oportuna. 


Por otra parte, quiero informar al Senado que este proyecto 
fue discutido en el seno de la Comisión de Constitución y 
Legislación, pero lamentablemente -al menos desde nuestro 
punto de vista- percibimos en forma clara que no iba a haber 
mayoría para aprobarlo, sobre todo porque cumplido este trá- 
mite daría lugar a su vigencia inmediata. 


Nosotros consideramos que el proyecto de ley es bueno y 
resuelve los temas básicos vinculados a la relación que debe 
existir entre el derecho a la intimidad y el que tienen también 
quienes arriesgan créditos, en el sentido de conocer las carac- 
terísticas de los deudores. Además, pensamos que esta iniciati- 
va cubre adecuadamente ese delicado límite. 


No obstante, deseo informar al Senado que en el seno de la 
Comisión, la mayoría no estaba dispuesta a aprobarlo, razón 
por la cual, subsidiariamente, antes de que se produjera su 
archivo que era lo que de manera inminente parecía que iba a 
suceder, ofrecimos, por lo menos, que se aprobaran algunas 
normas básicas. Esto, reitero, en subsidio de que se apruebe el 
proyecto de ley tal como viene, que sería la solución más 
adecuada. Esta es la posición que hemos sostenido con el se- 
ñor Senador Sarthou en el seno de la Comisión. 


Apoyamos calurosamente la propuesta que ha hecho el se- 
ñor Senador Carvalho, en el sentido de que en esta sesión se 
trate el proyecto tal como vino de la Cámara de Representantes 
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lo que de aprobarse en esta legislatura, permitiría no volver a 
fojas cero, en un punto realmente muy delicado. 


Nosotros hemos expuesto en el seno de la Comisión sobre 
conductas totalmente inaceptables en cualquier sociedad orga- 
nizada como ser la de que el Estado no regule los Bancos de 
Datos, mientras que éstos sí pueden regular la conducta de las 
personas hasta el extremo que ocurría hasta hace poco de tener 
a una persona durante diez años en un registro de morosos, 
aunque hubiera cancelado sus deudas. En este momento ese 
plazo ha bajado -creo que a cinco años- pero de todas maneras 
pensamos que no legislar rápidamente sobre este tema consti- 
tuye una omisión. 


Por lo tanto, apoyamos con calor la propuesta presentada 
en el sentido de que en la primera sesión del mes de agosto se 
trate ese proyecto de ley. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI.- En primer lugar, deseo señalar algo 
que el señor Senador Carvalho, proponente de esta moción, no 
tiene por qué saberlo y muchos otros integrantes del Cuerpo 
tampoco, salvo aquellos que forman parte de la Comisión de 
Constitución y Legislación. Precisamente, en la sesión de la 
Comisión de Constitución y Legislación prevista para el día de 
mañana, este tema sobre Bancos de Datos figura como primer 
punto del orden del día, y si mal no recuerdo también es el 
único. Por lo tanto, el hecho de que algún compañero del Se- 
nado esté preocupado por el tema, no puede significar una 
crítica a la Comisión, porque, ¡vaya si se ha ocupado del asun- 
to! 


En los últimos días hemos recibido a una delegación del 
Banco de la República que se pronunció en contra del proyec- 
to de ley aprobado por la Cámara de Representantes. En igual 
sentido también se ha expedido por escrito el Banco de Segu- 
ros del Estado. En consecuencia, pensamos que este es un 
tema que no se puede analizar sin que culmine la labor de la 
Comisión que, reitero, está dedicada prioritariamente a este 
asunto. 


Por otro lado -esto también lo he señalado en la Comisión- 
me parece que es más que dudosa la pertinencia del proyecto 
de ley en muchos aspectos porque, si bien también me sumo a 
quienes critican algunas prácticas realmente indignantes de cier- 
tas empresas de Bancos de Datos que colocan prácticamente 
en una situación de muerte civil a muchos potenciales consu- 
midores del país que no pueden acceder al crédito -muchas 
veces en razón de falta de información veraz sobre lo que le 
ocurre- también tenemos que reconocer que todas esas prácti- 
cas que en algunos casos sí existen -y creo que todos conoce- 
mos- pueden ser perseguidas perfectamente con el ordenamiento 
jurídico vigente del país. En consecuencia, no creo que sea 
adecuado señalar que existe esa desprotección, a menos que 
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así se considere el hecho de que los deudores no se asesoren 
adecuadamente sobre lo que está ocurriendo. Tampoco creo 
que el proyecto de ley que viene de la Cámara de Representan- 
tes tenga demasiados aciertos desde el punto de vista técnico 
jurídico. No es hoy el momento para discutirlo, pero sí están a 
disposición de los señores Senadores miembros del Senado, 
las versiones taquigráficas de la Comisión, así como las obje- 
ciones que se han hecho, no sólo por algunos de nosotros, 
miembros de ella, sino también por invitados y que son por 
demás elocuentes en ese sentido. 


Por lo tanto, si pensamos en todo lo que acabamos de decir 
y si agregamos que una mala ley que regule esta materia, hecha 
quizás sin demasiada reflexión, puede ser contraproducente 
contra los intereses de los que todos queremos proteger, me 
parece que tenemos que ser un poco menos apresurados en la 
materia -lo digo muy respetuosamente- y aguardar un pronun- 
ciamiento de la Comisión. Probablemente -de acuerdo a lo que 
se puede percibir- este pronunciamiento no será con el voto de 
todos los miembros, pero indudablemente no tengo dudas de 
que en este momento la mayoría de la Comisión tiene fortísi- 
mos argumentos para considerar que ese proyecto de ley no es 
el adecuado. Repito que el mismo tiene una serie de defectos 
que harían peligrar las buenas intenciones que sin duda habrán 
animado a quienes lo aprobaron en la Cámara de Representan- 
tes. 


Por lo tanto, señor Presidente, no vamos a apoyar la mo- 
ción, porque nos parece que no es la manera más adecuada de 
legislar y, además de todo ello, pensamos que se va a terminar 
perjudicando en lugar de beneficiar a aquellos potenciales clien- 
tes beneficiarios del crédito. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Nosotros vamos a apoyar la moción 
del señor Senador Carvalho. A nivel de la Comisión hemos 
señalado nuestras dudas, inclusive sobre la posibilidad de ins- 
taurar una mecánica de comercialización de la información de 
la conducta de una persona que, sin duda, difundida lo expone 
al desprecio público. La idea de que una empresa se dedique a 
tomar y difundir información sobre si una persona es éticamen- 
te cumplidora de una actividad comercial, profesionalizando 
ese rol, ronda la figura de la difamación. Por ese motivo tene- 
mos ciertas dudas; si bien puede no ser aceptada la inconstitu- 
cionalidad de una ley o la fijación de una especie de difama- 
ción organizada sobre la persona, es claro que la difamación se 
consuma igual, aunque lo que se diga es cierto. Pero, cuando 
no hay un interés público ni social para generar esa mala difu- 
sión de las características de una persona en el cumplimiento 
de una función, tengo mis dudas sobre ese aspecto en tanto 
ronda, repito, la figura de la difamación. 
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Nos parece acertado el planteo formulado por el señor Se- 
nador Carvalho en cuanto al Banco de Datos y es nuestra 
preocupación que se sancione, ya que nos resta un corto perío- 
do de actividad. Este planteo tiene la característica de que todo 
el funcionamiento opera sin ningún contralor. Este proyecto de 
ley del Banco de Datos establece un contralor para que no se 
cobren deudas de usura porque, si de alguna manera hay que 
organizar un servicio de este tipo, debe ser a cargo del Estado 
como es el Registro de Embargos que tiene facultades para 
difundir algo con el debido contralor del Estado, pero no libra- 
do a los particulares. Asimismo, podría controlar si la obliga- 
ción que se reclama es usuraria. 


Por lo tanto, esta propuesta tiende a corregir efectos claros 
de una actividad que es muy comprometida, porque práctica- 
mente se le crea una inhibición a la persona para poder obtener 
crédito de cualquier naturaleza. En la actualidad no hay seguri- 
dad en cuanto a la cancelación de la inscripción, ni de que se 
mantenga por un tiempo definido. Tampoco hay normas que 
regulen el tiempo que debe tener. Sin embargo, este proyecto 
de ley pone plazo, obliga a corregir las inscripciones cuando se 
pagaron y se exige que aparezca un documento fehaciente. En 
este sentido, hemos señalado que el hecho de que muchas ve- 
ces se le agreguen a los documentos cantidades o datos que no 
figuraban, también contribuye a que esos documentos colo- 
quen a los deudores en el «Clearing» por cantidades más ele- 
vadas de las que corresponde. Nos parece que todo esto debe 
tener un contralor y esta es la razón del proyecto de ley. Creo 
que es difícil sostener que no se reflexionó al respecto cuando 
ya fue aprobado por una Cámara. Podrá o no compartirse, pero 
evidentemente hubo una instancia de debate y de reflexión 
desde el momento en que este proyecto de ley fue objeto de 
tratamiento en una Comisión y en una Cámara. 


Por estas razones, vamos a apoyar la propuesta del señor 
Senador Carvalho en el sentido de que se pueda tratar rápida- 
mente este proyecto de ley para corregir este defecto que tiene 
el sistema del «Clearing» y el Banco de Datos. 


SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: en la Comisión de 
Constitución y Legislación de este Cuerpo se está trabajando 
en el estudio de un proyecto de ley sobre Banco de Datos 
venido de la Cámara de Representantes. El trabajo se viene 
haciendo dentro de las condiciones normales que en dicha Co- 
misión se realiza la labor consiguiente, porque se trata de un 
proyecto de ley que tiene un determinado alcance, contenido y 
naturaleza. Se trata de elementos muy particularizados por cuan- 
to la iniciativa procura regular a las empresas que se dedican a 
dar información sobre un elemento que ahora ha pasado a 
constituirse de carácter mercantil. Es decir, cómo cumplen sus 
obligaciones los ciudadanos. Es la primera vez que se comer- 
cializa lo que podríamos denominar la honestidad moral de los 
ciudadanos. La situación es particularísima porque se ha ingre- 
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sado ya en un ambiente de tal mercantilismo que también se 
comercializa la honestidad de la gente o la capacidad que ésta 
tiene para el cumplimiento de sus obligaciones. Cuando se 
ingresa con un sentido mercantil en un ámbito tan sensible y 
personal, naturalmente se generan situaciones realmente lasti- 
mosas que hieren al individuo en su esencia y en su personali- 
dad. Por esto el proyecto de ley no es tan fácil. Es verdad que 
vino de la Cámara de Representantes donde tuvo una discusión 
en cierto sentido adecuada, pero cabe determinar que la pro- 
puesta realizada en este momento por el señor Senador Carval- 
ho puede hacer fracasar definitivamente el proyecto de ley, 
porque la misma implica traer al Plenario lo que se está discu- 
tiendo en la Comisión de Constitución y Legislación con la 
representatividad consiguiente de los que allí estamos, lo que 
acarrearía inconvenientes mayores. Creemos que esto sería tras- 
ladar y agravar el problema. Pero además de ello -sin ser la 
intención del señor Senador proponente- en este Uruguay ac- 
tual se ve una cierta tendencia de que exista un solo Cuerpo 
legislativo. Es decir, romper con el bicameralismo y pasar a la 
condición de un solo Cuerpo. Entendemos que traer el proyec- 
to de ley al análisis del Senado, para que se vote, nos llevaría a 
pensar que en este país está de más la presencia de dos Cáma- 
ras y que es excesivo que el Estado pague a ciento treinta 
personas para que realicen el trabajo de legislar que, general- 
mente, se considera como muy fácil, sin percibir que es una de 
las tareas más difíciles que existen a nivel de los hombres 
públicos en cualquier Estado del mundo. 


Cabe determinar, por tal razón, que no vamos a acompañar 
el planteamiento porque creemos que el proyecto de ley tiene 
necesidad de ser analizado en el lugar que corresponde. Ade- 
más, la iniciativa ha merecido observaciones de los Bancos de 
Seguros del Estado y de la República Oriental del Uruguay. A 
ese respecto, en la última sesión de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación nos ha visitado una delegación del Banco 
de la República Oriental del Uruguay que ha hecho las obser- 
vaciones consiguientes. Es decir que estamos en pleno proceso 
con la buena intención de cumplir adecuadamente con el traba- 
jo. Sabemos que el tiempo es escaso, pero lo es tanto para la 
Comisión como para el Senado. Más escaso aún para este últi- 
mo si se trae un proyecto de ley no estudiado por la Comisión 
para ser elaborado o analizado en el Plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por el señor Senador Car- 
valho. 


(Se vota:) 

-7 en 23. Negativa. 

SEÑOR COURIEL.- Solicito que se rectifique la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a rectificar la votación. 


(Se vota:) 


-8 en 23. Negativa. 
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9) USURA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración del pro- 
yecto de ley por el que se introducen modificaciones a la legis- 
lación vigente sobre usura. 


Léase el artículo 3% tal como viene de Comisión. 
(Se lee:) 


«Artículo 3”.- (Efectos civiles de la usura).- Decre- 
tado el procesamiento por el delito de usura, quedará en 
suspenso cualquier acción civil para el cobro del capi- 
tal, intereses, compensaciones, gastos de administración 
o comisiones emergentes de la operación financiera que 
motiva la decisión judicial. En caso de sentencia penal 
condenatoria, pasada en autoridad de cosa juzgada, sólo 
se tendrá el derecho a reclamar civilmente la suma dada 
por capital (artículo 109 del Código Penal).» 


-Léase el artículo 3” sustitutivo con la firma del Miembro 
Informante, señor Senador Bergstein. 


(Se lee:) 


«Artículo 3* (Efectos civiles de los procedimientos 
penales).- Decretado el procesamiento por el delito de 
usura, sólo se tendrá derecho a reclamar civilmente la 
suma dada efectivamente por capital, y quedará en sus- 
penso cualquier acción civil para el cobro de intereses, 
compensaciones, gastos de administración o comisiones 
emergentes de la operación financiera que motiva la 
decisión judicial. En caso de sentencia penal absoluto- 
ria pasada en autoridad de cosa juzgada, se tendrá dere- 
cho a reclamar civilmente los intereses y restantes car- 
g0S.» 


-Léase el último párrafo correspondiente al artículo 3* sus- 
titutivo, «in fine» presentado por el señor Senador Carvalho. 


(Se lee:) 


«En caso de sentencia penal condenatoria, pasada en 
autoridad de cosa juzgada, la acción civil quedará ex- 
tinguida de pleno derecho.» 


-En consideración. 
SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: hemos presenta- 
do con el Miembro Informante un artículo sustitutivo. 


Se modifica el «nomen juris» de la disposición, porque en 
el proyecto de ley de la Comisión se habla de «efectos civiles 
de la usura» y el hecho de que se decrete un procesamiento por 
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un delito, no significa que se haya condenado por el mismo. 
Comprendemos que, normalmente, la gente confunde el proce- 
samiento con la pena y, de hecho, el sufrimiento que origina al 
honor y muchas veces a la libertad de la persona, puede ser 
irrevocable. No obstante, técnicamente, el procesamiento no es 
una pena. Por ende, de lo que trata el artículo 3” es de los 
efectos civiles de los procedimientos penales y no de la usura 
propiamente dicha. 


Tal como venía el proyecto de ley de la Comisión, se esta- 
blecía que una vez decretado el procesamiento con el cual se 
inicia propiamente el juicio penal, queda en suspenso cual- 
quier acción civil, incluso, por el cobro del capital que no 
estaba en discusión y cuando, al cabo del tiempo -que, como 
es sabido, puede ser meses o años- recayera una sentencia 
condenatoria, pasada en autoridad de cosa juzgada o sea, cum- 
plidas todas las instancias, solamente se tendría derecho de 
reclamar el capital. En la versión que propone el señor Sena- 
dor Carvalho, se le impone indirectamente una pena comple- 
mentaria -no sé si tendría esa naturaleza jurídica- o una san- 
ción que operaría en la vía civil, porque también perdería el 
capital. Nosotros proponemos invertir la situación. Vale decir 
que una vez decretado el procesamiento -que, reitero, no es 
una condena- sólo se puede reclamar la suma dada efectiva- 
mente como capital y quedan en suspenso los demás rubros. 
De esta manera, además, podría evitarse la maniobra de un 
deudor acosado por sus deudas que intente una denuncia para, 
mientras tanto, evitar el pago de la suma que recibió. No debe- 
mos olvidar que el juicio penal toma meses y años. Entonces, 
en la versión que proponemos, decretado el procesamiento, el 
acreedor tiene derecho al capital y, luego, si hubiere una sen- 
tencia absolutoria, podrá cobrar los demás rubros. Como se 
sabe, el juicio puede terminarse sin sentencia absolutoria o 
condenatoria, por cualquiera de las vías que el Código Penal 
prevé para la extinción del juicio, en cuyo caso no hay nada 
previsto en el proyecto de la Comisión. ¿Qué pasa si hay un 
sobreseimiento por gracia? ¿Cómo se considera? No es una 
sentencia absolutoria y, de acuerdo con la fórmula que presen- 
tamos, si el juicio termina de cualquiera de estas maneras, el 
acreedor no va a tener derecho de cobrar los otros rubros que 
están extinguidos, pero siempre salva el derecho de recuperar 
el capital. 


Si prosperara esa versión sustitutiva, quisiéramos proponer, 
también, una enmienda al artículo 4%, porque tampoco hay que 
olvidar que si se tipifica un delito de usura y el acreedor efecti- 
vamente cobró el capital y perdió todos los intereses -como se 
sabe, pierde el derecho de cobrar intereses de todo tipo y no 
sólo los usurarios- el deudor también tiene derecho de hacer un 
reclamo de daños y perjuicios, incluso morales. 


Por eso, quisiéramos introducir alguna variante menor en la 
parte final del artículo 4%, donde dice «sólo se tendrá el dere- 
cho a reclamar civilmente la suma dada por capital.» Nosotros 
creemos que el deudor ya tiene ese derecho; si es que se tipifi- 
có un caso de usura, él tiene derecho a reclamar daños y per- 
juicios. Pero para evitar alguna confusión derivada de la redac- 
ción del texto, sugerimos ponerlo en forma expresa. 
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Para no apartarnos ahora del artículo 3%, pensamos que la 
fórmula sustitutiva es ponderada, no confunde el procesamien- 
to con la condena, deja a salvo el derecho del acreedor de 
cobrar el capital -lo cual lo pone al abrigo de posibles manio- 
bras de deudores, situación que a la hora de redactar una nor- 
ma de carácter general es una hipótesis que no podemos des- 
cartar totalmente- y, luego, se estará a la obtención de una 
sentencia absolutoria, en cuyo caso, el acreedor reclamará los 
demás rubros. Si no hubiera sentencia absolutoria, no podrá 
cobrar los demás rubros de ninguna manera. 


Por eso, al Miembro Informante y a quien habla nos ha 
parecido que la fórmula sustitutiva es ecuánime y trata de en- 
carar con realismo una situación tan compleja como son, en 
este caso, los efectos civiles de los procedimientos penales. 


SEÑOR ATCHUGARRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Voy a hacer un comentario so- 
bre los artículos 3% y 4%. Estamos en presencia de un mutuo y, 
en consecuencia, cuando el pacto de intereses viola una norma 
prohibitiva, de acuerdo al Título Preliminar del Código Civil, 
deviene nulo. 


Por lo tanto, es justo, correcto y adecuado a Derecho que 
no se pueda reclamar nada por los intereses. Desde que devie- 
ne nulo, también corresponden las restituciones mutuas; en este 
caso, el capital. Eso no obsta, como señalaba el señor Senador 
Bergstein, que habiéndose cometido un delito haya también un 
derecho al resarcimiento de daños y perjuicios, que será igual, 
mayor o menor a la suma prestada. 


Por mi parte, entiendo que el artículo 3%, con las aclaracio- 
nes dadas y el sustitutivo presentado por el señor Senador 
Bergstein, es correcto. También creo que el artículo 4” es 
necesario, porque refiere a la órbita estrictamente civil. ¿Por 
qué digo esto? En primer lugar, porque las acciones civil y 
penal están separadas por una norma que votamos hace algu- 
nos años. En segundo término, porque muchas veces en la vida 
práctica, en una acción civil -un ejemplo puede ser un juicio 
ejecutivo del cobro de un pagaré o un vale- se va a dar la 
excepción del deudor, diciendo que el interés supera las tasas 
medias y demás. Seguramente, ninguna de las partes tendrá 
interés de quedar supeditada a un juicio penal. 


Por lo tanto, es justo y razonable que en el artículo 4” se 
prevea la hipótesis cuando estamos en la vía civil, donde tam- 
bién aparece la misma consecuencia, es decir que es nulo el 
pacto de intereses y estos no se podrán reclamar. 


Entonces, creo que la sistemática del artículo 3%, con la 
modificación que propone el señor Senador Bergstein más el 
artículo 4%, concuerda con la sistemática general, deja a salvo 
los daños y perjuicios que se puedan reclamar y obedece a las 
realidades prácticas porque, además, en el delito hay que de- 
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mostrar el dolo. Este no es un delito que hayamos tipificado 
como castigable por simple culpa. El solo hecho de traspasar 
objetivamente la tasa media tal y cual, no supone automática- 
mente la configuración del delito. Como también se señaló, 
lamentablemente, los procesos penales en nuestro país demo- 
ran muchísimo; hoy por hoy, llevan más tiempo que los juicios 
civiles. 


Insisto en que, para ahorrar tiempo, me referí a los dos 
artículos. Estoy dispuesto a acompañar lo propuesto por el 
señor Senador Bergstein en su modificación al artículo 3%, así 
como el artículo 4%, que me parece que atiende a otra órbita y, 
aunque no está calificado así en el «nomen juris» del artículo, 
está claro que hace referencia a la consecuencia natural y lógi- 
ca, ya que si se violó la ley prohibitiva, estamos en un caso de 
nulidad del pacto de intereses y, por lo tanto, no corresponde 
reclamarlo. Ahora bien, el capital, aún cuando se considere 
que todo el negocio es nulo, está dentro de las restituciones 
mutuas; esta es la sistemática normal de cualquier negocio 
nulo. 


SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Tengo mis dudas respecto de este 
artículo que, honestamente, no me gusta. 


En primer lugar, quiero llamar la atención en cuanto a que 
se está modificando toda la estructura del Código Penal, en el 
que está independizada la responsabilidad civil de la penal. 
Aunque este tema no es de mi especialidad, lo recuerdo per- 
fectamente bien, porque esa modificación en el Código Penal 
se debió a una iniciativa mía en la Legislatura anterior. Sin 
duda, hubo motivos para ello. Hasta esa modificación o en- 
mienda, el Código Penal -que fue aprobado sin discusión en el 
Parlamento- creaba situaciones realmente injustas en muchos 
casos. Recordemos que hasta que no quedaba ejecutoriada una 
sentencia penal que decretaba la culpabilidad de alguien, no se 
podía iniciar un juicio civil por daños y perjuicios. Un ejemplo 
frecuente de esa situación lo constituían los accidentes de trán- 
sito o los actos médicos en los que se reclamaba la responsabi- 
lidad, etcétera. 


Recuerdo que esa modificación, señor Presidente, contó 
con el apoyo, entre otros, del profesor Gamarra, que todos 
conocemos como indiscutido catedrático de Derecho Civil, a 
quien se está homenajeando en estos días. Sin embargo, cuan- 
do leo este artículo, percibo que se está dando una especie de 
marcha atrás, seguramente impensada, por cuanto aquí se man- 
tiene en suspenso una acción civil hasta que quede ejecutoria- 
da la sentencia penal. Nuevamente, se incurre en algo que no 
sólo a mí, sino a todo el Parlamento, en su momento pareció 
una norma injusta y muchas veces peligrosa. 


En segundo término, me parece que habría que prever qué 
ocurre con el posible cobro de los intereses y con algo que 
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aquí se denomina -tampoco conozco bien su significado- «res- 
tantes cargos». Si los intereses se cobran luego de sentencia 
penal absolutoria para el acreedor, pasada en autoridad de cosa 
juzgada, creo que habría que agregar algo con respecto a si esa 
deuda -que ahora sí, luego de levantada la suspensión, se debe 
cobrar- tiene algún ajuste o no, si genera intereses y, en caso 
afirmativo, de qué tipo. Me parece, señor Presidente, que son 
temas que quedan en la nebulosa. 


En tercer lugar, debemos observar que en la primera parte 
de este nuevo artículo 3” se hace referencia al cobro de inte- 
reses, compensaciones, gastos de administración o comisio- 
nes -supuestamente, tendrían que ser éstas las que se reclama- 
ran civilmente, luego de la sentencia penal absolutoria- y, sin 
embargo, luego no se repite lo que se afirma en el párrafo 
anterior de este artículo propuesto, sino que se habla de intere- 
ses y restantes cargos, sin mencionar si se trata de los cargos o 
los conceptos o los rubros mencionados anteriormente, o si son 
otros. Esta situación conspira contra la certidumbre jurídica y 
se vincula a un retroceso que existe en la filosofía del Código 
del Proceso Penal. En consecuencia, debido a algunas cuestio- 
nes de redacción, considero que habría que reflexionar algo 
más antes de votar. 


SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: el señor Miembro 
Informante y el señor Senador Bergstein presentaron una mo- 
dificación a la redacción del artículo 3” enviado por la Comi- 
sión. Dicho texto, que figura en el proyecto de ley que estamos 
considerando, modificaba la redacción del artículo 11 del de- 
creto ley del año 1979, vigente en estos momentos. El mencio- 
nado artículo 11 establece que, una vez decretado el procesa- 
miento por el delito de usura, quedará en suspenso la acción 
civil para el cobro de capital, intereses, compensaciones, gas- 
tos de administración o comisiones. Más adelante dice que, en 
caso de sentencia condenatoria pasada en autoridad de cosa 
juzgada, la acción civil quedará extinguida de pleno derecho. 
Quiere decir que se suspendía la acción civil por el procesa- 
miento y luego, por sentencia condenatoria, se extinguía toda 
posibilidad de reclamación civil. O sea que se utilizaba a estas 
dos sanciones en la calidad de penas. Una de esas penas era la 
suspensión de la acción civil y la otra, en caso de sentencia 
condenatoria -en la que se tipificaba el delito y se sancionaba 
penalmente al autor del mismo- también producía la extinción 
de la acción civil. 


En la Comisión se estableció que, en el caso de decretarse 
el procesamiento por delito de usura, se suspende la acción 
civil para el cobro de capital, intereses, compensaciones, gas- 
tos de administración o comisiones emergentes de la operación 
financiera que motiva la decisión judicial. La modificación 
está constituida por lo que más adelante se dice respecto a que, 
en caso de sentencia penal condenatoria pasada en autoridad 
de cosa juzgada, sólo se tendrá el derecho a reclamar civilmen- 
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te la suma dada por capital, citándose el artículo 109 del 
Código Penal. 


Por su parte, la modificación del señor Miembro Informan- 
te y del señor Senador Bergstein está, fundamentalmente, basa- 
da en el hecho de que, de acuerdo con la redacción que esta- 
mos conociendo, una vez decretado el procesamiento por el 
delito de usura, sólo se tendrá derecho a reclamar civilmente la 
suma dada efectivamente por capital. Esta es una modifica- 
ción esencial sobre la que quiero señalar que uno de los proce- 
dimientos o conductas que se castigan mediante el delito de 
usura, es el referido a poner en el capital mayor cantidad de la 
que realmente se procedió a entregar en el préstamo corres- 
pondiente. En virtud de esta redacción, se podrá reclamar un 
capital que puede estar cuestionado por la denuncia penal. En 
ese sentido, me pregunto si habrá sido ésta la voluntad de los 
autores del proyecto -o hubo una inadvertencia- porque me- 
diante este procedimiento se está habilitando a que los capita- 
les que en cierta medida fueron exagerados o aumentados res- 
pondiendo a un espíritu de usura, puedan salvarse gracias a 
esta redacción que decreta el procesamiento, aunque permite 
que se reclame el capital. Esto significa que, en cierta medida, 
se facilitan las prácticas de usura. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR SANTORO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- La observación del señor Senador 
Santoro es atinada, pero ya fue tomada en cuenta por nosotros 
cuando presentamos la versión sustitutiva. 


Es verdad que una de las formas habituales de la usura es 
simular un capital mayor del que, efectivamente, se prestó. 
Tanto es así, que en su versión original, en la Ley de 1914, la 
usura solamente se tipificaba cuando se hacía por medio de 
simulación de capital. Por eso, nosotros no decimos que «ten- 
drá derecho a reclamar civilmente la suma dada por capital», 
sino que «la suma dada efectivamente por capital». Lo que 
tiene derecho a reclamar es el efectivo capital. Si el procedi- 
miento de la usura fue la simulación de capital, ¿cómo se sabe 
que hay usura? Pero, ¿cómo fue que lo procesaron? Si no se 
sabe cómo fue, no lo habrían procesado; si lo procesaron es 
porque el Juez tuvo determinados elementos de convicción 
como para procesarlo, y en un caso de simulación de capital 
subsiste el derecho de reclamar la suma dada por capital. 


Quiero decir, además -si me permite el señor Senador San- 
toro, haciendo uso de la interrupción- que el procesamiento 
permite constituirse en parte civil y, por ejemplo, hacer un 
embargo preventivo genérico. Esto lo permite la legislación. 
Obtenido el procesamiento, la relación de fuerzas se altera 
sustancialmente, a tal punto que nos ha parecido que no tene- 
mos que irnos al extremo de que esto pueda convertirse en un 
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procedimiento para sustraerse a una obligación, que no deja de 
ser legítima -por más rechazo que nos provoque, justificada- 
mente, la usura- en cuanto a recuperar lo que efectivamente se 
dio. Creemos que está salvada la observación por medio de la 
palabra «efectivamente», que es lo que se dio efectivamente, 
que sólo puede tener una interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- Creemos que va a ser muy difícil 
-aunque se utilice la palabra «efectivamente»- determinar si el 
capital fue simulado o no. Eso lo determinará el Juez de lo 
Penal en el correspondiente proceso. Pensamos que la palabra 
no salva la observación que hemos formulado. Además, seña- 
lamos que cuando se dice que el Juez procesó porque conside- 
ró que hay un capital simulado, no es así; el Juez procesa 
porque tiene la convicción, es «prima facie», no está conde- 
nando a nadie cuando procesa y esto es archiconocido. Quiere 
decir que hay elementos que determinan la posibilidad de que 
pueda haberse incurrido en un delito, pero no se puede afirmar 
que tal delito o conducta delictiva se generó. Por tal razón, 
creemos que nuestra observación se mantiene vigente y estima- 
mos que, en el caso de aprobarse la propuesta de los señores 
Senadores Brezzo y Bergstein, se le estaría quitando rigor a la 
ley y brindando algunas posibilidades para -teniendo en cuenta 
ese mundo tan propenso a la imaginación que manejan todos 
los que tratan en este ambiente de usura- abrir puertas evitando 
incurrir en situaciones difíciles o en aquellas cuya conducta 
debe ser sancionada, habilitándose la extracción de capital, 
cuando realmente se está en una situación capaz de ser califi- 
cada como de usura. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, voy a relatar una 
circunstancia que ocurrió en el seno de la Comisión. Como es 
notorio, este proyecto no viene aprobado por unanimidad en 
todos sus artículos, sobre todo, el artículo 1”. 


En segundo término, -simplificando un poco- las opciones 
dentro de la Comisión fueron: el proyecto presentado por el 
señor Senador Brezzo y el del señor Senador Pereyra. Aparte 
de las diferencias que el Senado constató sobre el artículo 1", 
hay una de técnica expositiva. En el proyecto del señor Sena- 
dor Brezzo se describía el aspecto penal y luego se regulaba la 
parte civil, o sea, los artículos que tienen que ver con la acción 
civil. En la iniciativa del señor Senador Pereyra, la técnica de 
formulación fue otra: modificar las disposiciones penales que 
hay, hoy en día, sobre la usura y dejar la parte civil como 
estaba vigente; por eso no se modifican esos artículos. 


Por consiguiente, en la medida en que nosotros apoyamos 
el proyecto del señor Senador Pereyra, es obvio que estamos 
de acuerdo con la solución vigente en la parte civil. Quiere 
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decir que, cuando hay procesamiento, se suspende la acción 
civil para el cobro de un crédito que ha motivado procesamien- 
to por usura y, si hay sentencia condenatoria, se extingue el 
crédito. Esto está en la legislación vigente -como leyó recién el 
señor Senador Santoro- y es lo que apoyamos en la Comisión. 


¿Qué es lo que ocurre ahora con el proyecto que tenemos a 
la vista? Con el régimen vigente, cuando se realiza un procesa- 
miento se produce la suspensión -hasta ahí queda todo igual- 
pero, dejando de lado algunos matices, la diferencia de fondo 
consiste en que, al existir una sentencia condenatoria por usu- 
ra, el actor, en un juicio civil, pierde todo su crédito y no sólo 
los intereses usurarios. En cambio, en el proyecto que tiene a 
consideración el Senado, sólo pierde los intereses usurarios y 
no todo su crédito. 


Quiero explicar que, efectivamente, es cierto que no es lo 
mismo el procesamiento que la condena; esto es el «abc» en 
Derecho Penal. No podemos olvidar que en la realidad jurídico 
penal del Uruguay, en un 99.99% de los procesamientos, la 
persona no va a recibir una sentencia absolutoria. En la prácti- 
ca real -y no solamente para el ignaro en Derecho- el hecho de 
que la persona haya sido procesada deja de lado ese principio 
que todos admitimos: mientras no hay condena, la persona se 
presume inocente. En la realidad social esto no es verdad, 
porque un individuo que fue procesado no se presume inocen- 
te, ni aun por los conocedores del Derecho. Esta es una cues- 
tión real; no todos lo dicen, porque parece contradecir un prin- 
cipio muy arraigado. Así lo han explicado los teóricos, los 
Fiscales y los Jueces que han venido a la Comisión. Digo más; 
el porcentaje de error de sentencias condenatorias que luego 
resultaron equivocadas, quizá sea mayor o, por lo menos, igual 
al porcentaje mínimo -tan diminuto- de personas que son pro- 
cesadas y después reciben una sentencia absolutoria. Esto no 
quiere decir que no haya modos anormales -utilizando el len- 
guaje del Derecho Civil- de terminar el juicio penal, con una 
gracia o un sobreseimiento por otras causas que no sean típica- 
mente la gracia. Pero creo que sentencias absolutorias de per- 
sonas que han sido procesadas por un delito, no llegan al 0,1 
por mil. Esto es lo que han dicho los Fiscales de Corte cuando 
vinieron a plantear la diferencia entre la valoración de la prue- 
ba, la convicción, la valoración moral, etcétera. Entonces, lo 
primero que quiero descartar es que si hay un juicio civil, la 
maniobra de hacer una denuncia para suspenderlo, es una en 
un millón. La maniobra no es denunciar, sino conseguir que 
con una denuncia el Juez procese para que se suspenda el 
juicio civil. Si el Juez procesa, y más en un delito de éstos, es 
porque, prácticamente, va mucho más allá de la semiplena prue- 
ba y de la consideración «prima facie». Conozco muy pocos 
casos en que haya habido un procesamiento, apenas, por existir 
semiplena prueba, y ello se debe a que el Juez quedó convenci- 
do de que el delito está y, a la larga, se confirma. Se podrá 
decir o no pero, en la realidad, esto toca muy fuerte el princi- 
pio de que se presume la inocencia mientras una persona no 
está condenada. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Bentancur) 
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SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Agradezco al señor Senador y al 
señor Presidente. 


Es verdad que las sentencias absolutorias son una minoría, 
pero no quisiera que de eso se extraiga como conclusión que 
todas las demás son sentencias condenatorias. Creo que la ma- 
yor parte de los casos constituyen otros medios de conclusión 
del proceso, que no lo hace ni absolutorio ni condenatorio. Al 
respecto quisiera comentar una anécdota. Un abogado a quien 
tuve el honor de defender y que el señor Senador Korzeniak 
creo que conoció, fue procesado dos veces por dos delitos 
distintos. Cada vez que fue procesado se enteró el país entero. 
Las dos veces fue absuelto por el Tribunal. Cuando fue absuel- 
to, no se enteró ni la madre. El resultado fue que este colega se 
suicidó. 


Este es un hecho de la vida real, señor Presidente, y cuando 
legislamos con una norma general, presionados comprensible- 
mente por esas tasas usurarias que existen en sus distintas va- 
riantes en nuestro medio y contra las cuales queremos y debe- 
mos reaccionar, no debemos olvidar que al amparo de esas 
legislaciones pueden surgir otros sectores que pretendan apro- 
vecharse ¡legítimamente de esta intención tan loable. Nosotros 
tenemos que adelantarnos a futuros acontecimientos que puede 
presentar la realidad para restablecer un equilibrio. 


Nos parece -y en ese aspecto estamos muy convencidos en 
nuestro fuero interno, aun cuando no tengamos las dotes de 
persuasión para contagiar ese convencimiento- que la fórmula 
sustitutiva mejoraría mucho no sólo el texto de la Comisión 
sino incluso la legislación vigente. 


Respecto de la legislación vigente, quiero subrayar -aunque 
creo que aquí ya se ha dicho- que prevé como una tercera 
categoría los supuestos de extinción del delito por gracia de la 
Suprema Corte de Justicia, en cuyo caso aunque no hubiera 
sentencia absolutoria, hoy la ley permite reclamar civilmente la 
suma dada por capital. Eso data de la Ley de Ilícitos Económi- 
cos de 1972 y está establecido en una disposición que no fue 
modificada por el Decreto-Ley N* 14.887. 


Lo que quiero decir es que en la vida real se presentan 
situaciones muy disímiles. Quizás unas sean más numerosas 
que otras, pero nosotros no tenemos que sacrificar ninguna de 
ellas y debemos conservar la capacidad de maniobra para que 
la norma general permita mañana al Juez, que es el que va a 
aplicar la ley al caso concreto, manejarse con los instrumentos 
adecuados para que pueda solucionar el conflicto que se plan- 
tea en la vida real con justicia. 
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SEÑOR PRESIDENTE. Puede continuar el señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: yo tenía noti- 
cias de ese episodio, pero también la tengo de un señor que 
estuvo casi siete años en una cárcel de Canelones con sentencia 
condenatoria pasada en autoridad de cosa juzgada, y después el 
muerto apareció caminando por la calle. Acerca de esto se abrió 
toda una discusión de si el Estado debía indemnizar o no. 


De manera que se puede encontrar algún caso, pero yo 
hablé en términos generalizados. Cuando una persona es pro- 
cesada, en la realidad jurídica uruguaya -que estará bien o mal; 
yo creo que no está bien y que habría que mejorarla- en el 
99,99% de los casos cometió el delito. Después se puede ex- 
tinguir el proceso por muchas causas: puede haber una senten- 
cia condenatoria u otras causas que admito que las hay. 


Por eso me inclino por la legislación vigente en esta mate- 
ria que no excluye -como decía el señor Senador Bergstein- 
otros modos de extinguirse el proceso penal, pero la conse- 
cuencia está prevista. Lo que sí decía es que es prácticamente 
imposible una maniobra por simplemente hacer una denuncia, 
porque el Juez no procesa simplemente por eso. Creo que la 
solución vigente es correcta. Si hay un procesamiento se sus- 
pende y si hay una sentencia condenatoria firme, pasada en 
autoridad de cosa juzgada, la persona perdió el crédito. Esa es 
la solución vigente. Después están los casos intermedios, que 
es la conclusión anormal del juicio penal por la vía, por ejem- 
plo, de la gracia o, como a veces se le llama, del sobreseimien- 
to gracioso, que también está previsto. Además, está prevista 
una consecuencia intermedia, que es el cobro del capital sin 
los intereses. 


Por otra parte, señor Presidente, de algún modo lo que 
prevén la legislación vigente y -si no me equivoco- lo que 
interpreté del proyecto que el señor Senador Carvalho estaba 
proponiendo es que cuando hay usura comprobada y constata- 
da en una sentencia condenatoria con el error humano de que a 
lo mejor la sentencia condenatoria también se equivocó -todos 
sabemos que eso puede pasar- el instrumento del delito que fue 
un préstamo -y es lo que pasa comúnmente en el Derecho 
Penal y no es ninguna cosa extraña- se pierde. La persona no 
puede pretender quedarse con el instrumento de un delito cuando 
lo condenaron por cometer un delito. 


Si vamos a contar anécdotas, también recuerdo el caso de 
un joven que empezó a tirar unos tiros y rompió los vidrios de 
una casa. Por supuesto, no lo dejaron que tuviera el revólver, 
aunque luego hizo una acción civil para quedarse con él. Lo 
condenaron por daño y le dijeron que ese había sido el instru- 
mento del delito y se iban a quedar con él. Aquí el instrumento 
del delito es concretamente un préstamo, una operación finan- 
ciera o una venta a plazos. ¿Qué es lo que pierde? Es un 
crédito que Juan tiene contra Pedro y que fue motivo de una 
condena penal porque usó ese instrumento para cometer un 
delito. Al margen del enjuiciamiento social más o menos fuerte 
que se haga, ese es el instrumento. 
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Por tanto, si pierde ese instrumento, por lo menos hay que 
admitir que no es nada raro en el Derecho Penal; absolutamen- 
te nada raro. Es lo común; lo que pasa siempre. Puede haber 
circunstancias excepcionales, sobre todo en los delitos vincula- 
dos al estado civil. Ahí es otra cosa. Pero los que tienen un 
contenido físico o económico tienen como consecuencia que la 
persona pierda el instrumento del delito. Entonces, se acepte o 
no esta solución, creo que es la que se acompasa mejor con el 
Derecho Penal, por lo menos con el Derecho Penal tradicional 
en el Uruguay. 


De manera que no debe llamar la atención que la legisla- 
ción vigente en el aspecto civil o el proyecto sustitutivo que 
presentaba el señor Senador Carvalho diga que ese instrumen- 
to del delito, que fue el préstamo -aquí se le llama capital- se 
perdió, porque con él se cometió el delito. 


En fin, quería dar esta opinión para por lo menos contrade- 
cir la idea de que se está aplicando una especie de doble san- 
ción. No. Es lo natural. El Estado dice: «Señor, usted con este 
instrumento cometió un delito penal y por lo tanto este instru- 
mento lo perdió». En este caso, el instrumento es un crédito y 
se pierde. Además, ¿qué es lo que pasa cuando un juicio penal 
termina por gracia? En definitiva, en las convicciones del De- 
recho Penal tradicional no se sabe si esa persona fue absuelta o 
no. ¿Por qué? Porque la gracia quiere decir que le perdonaron, 
pero a lo mejor le perdonaron pensando que no había cometido 
el delito. No se sabe. Entonces, dan una solución intermedia, 
es decir que en ese caso, sí, cobre su capital pero no los intere- 
ses. Me parece que la solución del Derecho vigente es la co- 
rrecta y coincide en lo sustancial con el texto que propone el 
señor Senador Carvalho. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: tengo que coin- 
cidir básicamente con lo que acaba de manifestar el señor Se- 
nador Korzeniak. En mi intervención en la discusión general 
ya había señalado específicamente entre mis discrepancias ésta 
que tengo con el proyecto de ley que estábamos considerando. 
Indudablemente, el texto vigente es mejor que el que se nos 
propone; incluso no solamente es mejor el texto vigente, sino 
que también hubiera sido mejor el que propuso originalmente 
el señor Senador Brezzo que incluía, específicamente como 
sanción para el caso de sentencia penal condenatoria, la pérdi- 
da del capital. 


Esto es así porque, como señalamos oportunamente -y el 
señor Senador Korzeniak acaba de darnos la razón- estamos 
hablando del instrumento con el que se cometió el delito. Si no 
procediéramos de esta manera, estaríamos estableciendo una 
excepción respecto al régimen general, según el artículo 104 
del Código Penal, por el cual, entre los efectos civiles del 
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delito, el primero de ellos es la confiscación del instrumento 
con que se haya cometido. 


En este caso la legislación vigente y la que proponemos 
plantearía una especie de confiscación atípica en el sentido de 
que ésta no es en beneficio del Estado como es el caso de la 
anécdota que planteaba el señor Senador Korzeniak , sino de la 
víctima del delito. Esto no me parece mal porque es la que ha 
sufrido los efectos del delito, por lo que sería absurdo que la 
obligáramos a restituir en beneficio de los fondos públicos el 
instrumento con el que se cometió el delito. Prefiero la situa- 
ción actual porque me parece más justa y más lógica. 


Si se aprobara el artículo tal como viene propuesto, incluso 
con el sustitutivo que no creo que lo mejore, sino que lo 
empeora , estaríamos sancionando legalmente un único caso en 
nuestro Derecho en que el instrumento con que se ha cometido 
un delito no se confisca. Por el contrario, se habilitan procedi- 
mientos legales para que el delincuente recupere aquel instru- 
mento con el que cometió el ilícito. 


Esta solución, desde el punto de vista legal, sería no sólo 
exótica, sino también inconveniente socialmente hablando. Es 
decir que sería una modificación para peor, una involución de 
la legislación vigente que no creo que el Senado deba aprobar. 


Estamos estableciendo un régimen que se aplica a un delito 
de difícil prueba. Creo que con la formulación que hemos dado 
al artículo 1? ahora sí existe la posibilidad de sancionar y penar 
a quienes incurren en el delito; pero todo lo que contribuya a 
hacer especialmente riesgosa la práctica de la usura, me parece 
altamente conveniente. Aquel que se dedique al préstamo usu- 
rario debe saber que la ley lo castigará con la sanción penal 
correspondiente y que también está arriesgando perder el capi- 
tal. Esto me parece bueno como sanción y como elemento 
disuasorio de un hipotético comportamiento delictivo. Por eso 
el proyecto original del señor Senador Brezzo recogía y man- 
tenía esta sanción, pero luego fue modificado en Comisión y 
ahora se propone modificarlo nuevamente. En principio, consi- 
dero que se trata de cambios que representarían una involución 
respecto al Derecho vigente; por esa razón no los voy a acom- 
pañar. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Nos parece bien la incorporación que 
planteaba el señor Senador Bergstein de una cláusula final en 
el artículo 3 que establezca la responsabilidad de daños y 
perjuicios, pero determina una posición distinta a la asumida 
por los señores Senadores Carvalho y Korzeniak, en el sentido 
de que no vemos clara la tesis de identificar el dinero con el 
cuerpo instrumental del delito, que generalmente se refiere a 
los elementos objetivos por ejemplo, un revólver o cualquier 
otro que se utilice. 
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Pensamos que el artículo, en su primera parte, debe quedar 
tal como está porque el procesamiento como señalaba el señor 
Senador Korzeniak supone semiplena prueba del delito. Es 
decir que allí instala un grado de autoría posible del delito 
como para dejar en suspenso la operación. De algún modo, el 
fenómeno del procesamiento hace que la restitución del capital 
implique ejecutar la operación; en cambio, el procesamiento la 
deja bajo sospecha. La conducta afecta el hecho de que no 
tenga derecho a percibir el capital. Por lo tanto, nos parece 
adecuado este primer inciso, pues de lo contrario se produci- 
rían ciertos efectos que también tienen que ver con la dificul- 
tad de hacer efectivos los daños y perjuicios. 


Uno de los casos que señalaba el señor Senador Santoro 
con respecto al literal a), que tiene que ver con la simulación 
de cantidades prestadas, es una de las hipótesis en las cuales 
devolver el capital significaría prácticamente imposibilitar la 
aplicación del agravante, porque éste habría sido aplicado sin 
tener en cuenta el criterio sobre el capital. Podrían darse otras 
situaciones como, por ejemplo, exigir recaudos o garantías. 
Anteriormente, una fórmula usual era hacer una promesa de 
compraventa documentando un préstamo, lo que también gene- 
raba daños y perjuicios. 


Cualquiera de las situaciones previstas en el artículo 2", 
que agravan los daños y perjuicios, tendrían posibilidad de 
solucionarse con el agregado que planteaba el señor Senador 
Bergstein y que sería la adecuada compensación a los daños 
sufridos. De otro modo, me parece que estaríamos violando el 
«non bis in idem», porque hay una sanción penal y, además, la 
privación de un dinero, lo que en realidad sería una expropia- 
ción, dado que no está en dimensión del perjuicio provocado. 
Distinto sería si antes de decidirse sobre esa suma se operan 
las retenciones que correspondan a la aplicación de los daños y 
perjuicios causados por la figura delictiva. 


Por lo tanto, el primer inciso nos parece correcto en cuanto 
a establecer el procesamiento que deja en suspenso la opera- 
ción. Luego, si hay sentencia pasada en autoridad de cosa juz- 
gada, evidentemente habría derecho y por esa razón estamos 
de acuerdo con el agregado a percibir daños y perjuicios por 
la causa establecida por la comisión del delito. 


No considero adecuado usar la figura del embargo preven- 
tivo porque es eventual, ya que un juez lo puede dar o no, y 
obliga a la parte a tener una lucha de velocidad antes de que se 
retire para poder obtener el embargo. En cambio, si al final del 
juicio esa suma está retenida, sobre la misma se puede hacer 
efectivo el cobro de los daños y perjuicios, que sería el lógico 
resarcimiento. En lo que me es personal, pienso que, en todo 
caso, el instrumento con el cual se cometió el delito estaría 
integrado por todos los rubros dinerarios que fueron usurados; 
ese vendría a ser el instrumento del delito. Es muy difícil o 
forzada la idea de que el resto del capital tiene ese carácter, 
sobre todo pensando que la infracción de los intereses puede 
ser muy reducida y el capital enorme. Una desproporción muy 
grande entre la violación de la norma y un capital muy impor- 
tante provocaría un enriquecimiento injusto. Inclusive, dudo de 
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la constitucionalidad de una expropiación sin indemnización, 
como fuera este caso. Es cierto que la figura de la usura lo 
estimula a la mayor sanción para especular con el efecto pre- 
ventivo que crea una intimidación cuando es fuerte. No obstan- 
te, considero que debe tener como límite el hecho de que no se 
convierta en un instrumento expropiatorio. Digo esto, sobre 
todo, por el antecedente que crea, ya que si lo planteamos para 
este caso, mañana puede darse en situaciones similares. Señalo 
que no es clara la fundamentación sobre la base de que lo 
alcanza por ser instrumento del delito. 


Estamos de acuerdo con el agregado, porque nuestra elabo- 
ración se basa en incorporar la condena de daños y perjuicios, 
ya que si no, esto quedaría como una acción civil, que se 
procesa de todas maneras, y es posible hacerlo. Pero veo bien 
que sea reafirmada por el texto y que de alguna manera ese 
capital que queda detenido responda por los daños y perjuicios 
que es el verdadero daño y no por un resto de capital que de 
pronto implicaría una falta de causa en la vía de la expropia- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Brezzo. 


SEÑOR BREZZO.- Por lo menos desde mi punto de vista, 
resulta una interpretación peculiar, fundamentada pero peculiar 
-que no comparto- el entender que el capital prestado es el 
instrumento del delito, y esto es comparable con lo que puede 
ser un arma en otra clase de delito penal. 


En todo caso, si se admitiera que hay un instrumento del 
delito de naturaleza pecuniaria, no sería el capital sino los 
intereses usurarios, el agregado que se le da al capital. Pero la 
persona, la víctima, recibió un determinado capital en présta- 
mo. 


En todo caso, habría que discutir -aunque creo que con el 
criterio que se está manejando, no me parece lógico que haya 
un instrumento de delito de esta naturaleza- los cargos, los 
intereses usurarios y no el capital en sí mismo. 


Por otro lado, paralelamente se ha dado cierta discrepancia 
en este recinto que tiene que ver con el momento que se habili- 
ta al prestamista a reclamar la suma dada efectivamente por 
capital. En este sentido, el señor Senador Santoro ha hablado 
de la modalidad de simulación en la que se puede incluir inte- 
reses usurarios en el capital que se documente. Evidentemente, 
este punto sólo está resuelto por la forma de los agravantes y 
no me parece que sea lógico -motivo por el que hemos cambia- 
do nuestra posición- que se sancione a la persona con una 
condena penal y, a la vez, una suspensión a cobrar el capital 
efectivamente prestado durante un tiempo bastante definido, 
teniendo en cuenta lo que significan los procesos penales en 
nuestro país, que llevan años. Entonces, cabe preguntarse cómo 
se resuelve esta situación. Posiblemente, al cabo de ciertos 
años se podría cobrar el capital, pero no se sabe con qué tipo 
de interés. 
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Por lo expuesto, considero que el sustitutivo propuesto es 
mejor porque admite que se pueda reclamar la suma dada efec- 
tivamente por capital dejando en suspenso -tal como señalaba 
el señor Senador Sarthou- todo lo que significan los cargos, y 
en caso de condena no se podrán reclamar. 


Es así que compartimos la propuesta del señor Senador 
Sarthou de incorporar lo que significan las reclamaciones por 
daños y perjuicios y por daño moral al artículo 3", y también al 
artículo 4”, que refiere a procedimientos de tipo civil. 


Por esta razón, y atendiendo a la propuesta de los señores 
Senadores Sarthou y Bergstein, creemos que debería eliminar- 
se la palabra «sólo», admitiendo entonces la posibilidad de 
derecho a reclamaciones por otras causales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda que -a los efec- 
tos de ordenar la votación- correspondería poner a votación el 
texto del artículo tal como vino de Comisión; si no fuera apro- 
bado, debería hacerse lo propio con el sustitutivo firmado por 
los señores Senadores Bergstein y Brezzo, al que el señor Miem- 
bro Informante solicitó se le retire la palabra «sólo» que figura 
en la segunda línea; y, finalmente, si ambas votaciones resultan 
negativas, debería votarse el artículo venido de Comisión sus- 
tituyendo «in fine» por el sustitutivo presentado por el señor 
Senador Carvalho. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3 
con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
-1 en 21. Negativa. 


SEÑOR SARTHOU.- Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar nuevamente el artículo 3% venido de Comisión. 
(Se vota:) 


-2 en 21. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el sustitutivo 
propuesto por los señores Senadores Brezzo y Bergstein, eli- 
minando la palabra «sólo» que figura en la segunda línea, por 
lo que diría: «Decretado el procesamiento por el delito de 
usura, sólo se tendrá derecho a reclamar civilmente la suma 
dada efectivamente por capital,» y continúa la misma redac- 
ción. 


(Se vota:) 
-11 en 21. Afirmativa. 


SEÑOR GARGANO.- Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar nuevamente el artículo sustitutivo. 


(Se vota:) 
-11 en 21. Afirmativa. 


La Mesa consulta al señor Senador proponente, ya que con 
la redacción que ha quedado el artículo 3*, no procedería -al 
menos en estos términos- el sustitutivo presentado. Por tanto, 
entiendo que no corresponde votar la tercera opción. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: en realidad de- 
searía hacer una consulta a los señores Senadores proponen- 
tes, puesto que entiendo que al eliminar la palabra «sólo» del 
artículo 3%, daría lugar a que el intérprete de la norma pueda 
sostener el derecho a reclamar la suma dada por capital, entre 
otras cosas. En realidad, no lo voté por esa razón. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR BREZZO.- Señor Presidente: la intención es per- 
mitir reclamar, exclusivamente, la suma dada por capital. Al 
excluir la palabra «sólo» y decirse «la suma dada efectivamen- 
te por capital», quedaría acotada exclusivamente al capital y 
no a los otros cargos. Por este motivo, fue que lo propusimos a 
los efectos de dejar la posibilidad de abrir las instancias a las 
que hacía referencia el señor Senador Sarthou relativas a daños 
y perjuicios, entre otras. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: posiblemente no 
haya comprendido bien porque los problemas son de carácter 
jurídico y técnico, y por tanto difíciles de seguir. 


Me pareció escuchar que el señor Senador Brezzo dijo «se 
tendrá el derecho a reclamar exclusivamente la suma dada por 
capital», que no sería lo que recoge el texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere, en aras de con- 
seguir un mayor apoyo a la norma, que se reconsidere el texto 
si es que efectivamente la dificultad radica exclusivamente en 
la palabra «sólo» y su significado. Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR BREZZO.- Señor Presidente: si el señor Senador 
Gargano considera que el texto queda más claro diciendo «ex- 
clusivamente» en lugar de «efectivamente», estamos dispuestos 
a aceptarlo. 
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En definitiva, la intención es admitir la reclamación de la 
suma efectiva o exclusivamente prestada, y no los otros car- 
gos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda que estamos 
haciendo referencia a una norma votada y que para abrir una 
discusión al respecto, habría que decidirlo formalmente. 


SEÑOR ASTORI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI.- Señor Presidente: me hago cargo de los 
problemas formales porque, en realidad, estamos considerando 
un punto que no hemos votado. 


Considero que la intención de suprimir la palabra «sólo» 
fue en atención a la propuesta del señor Senador Sarthou, en el 
sentido de que quedara abierta la posibilidad de reclamación 
por daños y perjuicios, entre otras. 


Al mismo tiempo, se ha hecho referencia a la expresión 
«reclamar civilmente la suma dada por capital» y no «efectiva- 
mente la suma dada por capital». 


En síntesis, lo único que quiero acotar es que si reconside- 
ramos el artículo, se podrían incluir las dos cosas, es decir, 
dejar la expresión que habla de reclamos civiles y, además, 
hablar de suma efectivamente dada por capital. 


En ese sentido, se podría proponer la reconsideración del 
artículo y aprovechar para introducir estos cambios, modifi- 
cando levemente la última frase que dice que sólo se tendrá el 
derecho a reclamar civilmente la suma que efectivamente fue 
dada por capital. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Seguramente, estamos moviéndonos 
al margen del Reglamento, pero quería hacer ver lo siguiente. 
Si el hecho de incluir esa palabra tiene como objetivo que se 
pueda reclamar por concepto de daños y perjuicios, en verdad 
no entiendo nada. En definitiva, ¿quién va a reclamar por da- 
ños y perjuicios? ¿El que prestó en forma usuraria? 


SEÑOR SARTHOU.- El damnificado. 


SEÑOR GARGANO.- Sin embargo, la redacción del 
artículo se refiere a la posibilidad de quitarle autoridad a quien 
cometió el delito, entonces, no veo en qué se basa esa explica- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Senadores: la Presidencia 
considera que, llegado a este punto, el Senado, si así lo conside- 
ra, tendría que solicitar la reconsideración de este artículo. 
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SEÑOR ASTORLI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORLI- Solicito la reconsideración del artículo 
3". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la reconsideración 
del artículo 3". 


(Se vota:) 

-20 en 22. Afirmativa. 

En consideración nuevamente el artículo 3". 
SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- En principio, quiero señalar que me 
había referido a una expresión del señor Senador Bergstein en 
el sentido de que sólo se tendrá derecho a reclamar civilmente 
la suma dada por capital sin perjuicio del reclamo por daños y 
perjuicios a que tendrá derecho quien ha sido víctima de la 
USUra. 


SEÑOR KORZENIAK.- Precisamente, esa es la idea. 


SEÑOR SARTHOU.- Está claro, entonces, que el texto se 
refiere a la víctima. 


Entonces, la posición que sostenía era que el acreedor ten- 
drá derecho a reclamar civilmente la suma dada por capital, 
pero sin perjuicio de la acción por daños y perjuicios a que 
tiene derecho la contraparte, o sea, la que ha sufrido el efecto 
de la usura. Ese es el sentido de lo que yo había establecido. 


SEÑOR BREZZO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador; 


SEÑOR SARTHOU.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BREZZO.- Me parece que realmente tiene razón 
el señor Senador Gargano, porque acá estamos hablando de la 
víctima y del victimario. En el caso de la persona que even- 
tualmente comete el delito, a lo único que la estamos habilitan- 
do es a reclamar el capital prestado. De manera que el que 
puede plantear acciones por daños y perjuicios es la víctima y, 
por lo tanto, la expresión «sólo» está exclusivamente referida a 
la acción del prestamista y no a quien recibe el capital. 


En consecuencia, considero que hay que suprimir el térmi- 
no «sólo». 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU.- Quiero decir que me había basado en 
un agregado propuesto por el señor Senador Bergstein y que lo 
aprobé, en tanto la persona víctima de la usura pudiera resar- 
cirse de los daños y perjuicios causados. De este modo, la 
disposición hace referencia a la suma dada por capital, excepto 
los daños y perjuicios que pueda reclamar la víctima. Esa es la 
idea concreta. Reitero que el texto había sido planteado por el 
señor Senador Bergstein y me basé en él porque entendía que 
no podía privarse de la recuperación del capital, pero sí tenía 
que responder por los daños y perjuicios que había causado la 
USUra. 


Entonces, contiene la acción civil, sin perjuicio del reclamo 
que la víctima tiene por los daños y perjuicios causados, que se 
van a hacer efectivos sobre la suma dada por capital. Insisto, 
ese era el sentido de mi fundamentación y quien había hecho la 
propuesta fue el señor Senador Bergstein. En lo personal, esta- 
ba de acuerdo con ese texto, pero de esta otra manera no se 
reconoce el derecho de la víctima a percibir por concepto de 
daños y perjuicios, que era el agregado que nosotros habíamos 
planteado. Dicho de otro modo, esto daba la medida del per- 
juicio y cuando decimos que no es posible que se prive de 
reclamar el capital es porque, por ejemplo, si una persona 
prestó U$S 500.000 y cometió un determinado acto de usura, 
no por ello debe privársele de la recuperación de ese capital, 
excepto también los daños y perjuicios que causó a la víctima 
por la desproporción que puede existir entre el capital prestado 
y los elementos usurarios. En cambio, esto sitúa la cosa en la 
dimensión del perjuicio que es como a mi entender se debe 
resolver este problema -y no por vía de la expropiación, medi- 
da que hoy o mañana podría ser cuestionada por inconstitucio- 
nal, al no tener causa- es decir, por la dimensión del daño del 
delito, que es lo que se admite siempre. Como es obvio, el 
delito causa un daño y este es resarcible, pero no quiere decir 
que sea cualquier cantidad arbitraria, a pesar de que la usura a 
cualquiera provoca esa especie de intención de afectar todo. 
Entonces, me parece que a esa retención de la totalidad del 
capital le faltaría causa. 


Por estas razones establecíamos la medida del perjuicio 
hablando de la suma dada por capital, excepto los daños y 
perjuicios a que tiene derecho a reclamar la víctima de la usu- 
ra. Ese era el concepto que a mi entender había planteado 
como agregado el señor Senador Bergstein, pero no sé si tenía 
un texto escrito. En todo caso, creo que en su exposición alu- 
dió a esa idea y en lo personal adherí a ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia aclara que no ha- 
bía llegado a la Mesa ningún texto escrito y por esa razón 
sometió a votación el artículo tal como venía. 


SEÑOR BERGSTEIN-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR BERGSTEIN.- Debo decir que no habíamos so- 
metido a consideración un texto escrito, porque nos parece que 
tenemos que mantener una sistemática legal. El tema de los 
daños y perjuicios, a mi entender, entraba -y entra- exclusiva- 
mente en el artículo 4”, donde proponíamos un agregado al 
«nomen juris». 


El artículo 3%, que estamos reconsiderando, habla de los 
efectos civiles de los procedimientos penales. Esto nos hace 
pensar que la disposición tal como fue votada -si fue este el 
sentir mayoritario del Cuerpo- está razonablemente clara. Por 
supuesto, no es perfecta, pero siempre se podrá, por la vía de 
la reconsideración mejorar su redacción. Creemos que si dice 
que decretado el procesamiento sólo se tendrá derecho a recla- 
mar civilmente la suma dada efectivamente por capital y que- 
dará en suspenso cualquier acción civil para el cobro de intere- 
ses, etcétera, el texto es lo suficientemente claro. 


Luego, si la segunda parte de la disposición dice que en 
caso de sentencia penal absolutoria pasada en la autoridad de 
sentencia de cosa juzgada, se tendrá derecho a reclamar civil- 
mente los intereses y restantes cargos, nos parece igualmente 
claro. 


Debo decir que las observaciones formuladas por el señor 
Senador Sarthou necesariamente nos obligan en esta etapa a 
introducirnos en el tema de daños y perjuicios. Al respecto, 
pensamos que debemos dejarlo afuera de esta reconsideración, 
e interpreto estos conceptos de la misma manera que el señor 
Senador Sarthou, pero entiendo que los debemos dejar para el 
artículo 4%, denominado «Extinción de las pretensiones judi- 
ciales sobre los recargos». Asimismo, proponemos que se in- 
cluya en el «nomen juris» la expresión «y derechos del deu- 
dor» porque, además de extinguir las pretensiones judiciales 
sobre los recargos, deja a salvo un derecho del deudor que, 
como decíamos antes, creemos lo tiene en el Derecho actual, 
pero dada la forma que tiene la redacción, nos pareció conve- 
niente hacer la puntualización. 


La última observación que voy a hacer, señor Presidente, 
es la siguiente. Es verdad que el ámbito civil y el penal son, en 
términos generales, básicamente independientes entre sí. Sin 
embargo, en delitos que tienen un contenido económico en 
relación a la economía de personas privadas, es inevitable que 
las disposiciones penales contengan normas relativas a los efec- 
tos civiles. De ahí que todas las legislaciones de usura prevean 
los efectos civiles de los procedimientos penales. 


Resumiendo nuestra idea, decimos que estamos reconside- 
rando el artículo 3%, lo vamos a volver a votar en la forma en 
que lo hicimos antes, y creemos que el tema de los daños y 
perjuicios podemos perfectamente salvarlo en el artículo si- 
guiente, que es el que exclusivamente se refiere al aspecto civil 
de estas situaciones. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de darle la palabra al señor 
Senador Carvalho, la Presidencia quisiera señalar al señor Se- 
nador Bergstein que la lectura que hizo del artículo presunta- 
mente aprobado incluye la expresión «sólo», mientras que el 
artículo que se votó no contenía ese término. De este modo, 
explícitamente, excluimos el término «sólo». 


Por lo tanto, está en discusión un artículo aprobado que 
dice «Decretado el procesamiento por delito de usura, se ten- 
drá derecho a reclamar civilmente». 


Para modificar el texto tendría que tener un voto más que 
el que tuvo el texto aprobado. 


Tiene la palabra el señor Senador Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: en el curso de 
esta discusión un poco confusa -se están produciendo alinea- 
mientos y realineamientos constantemente sobre redacciones 
cambiantes- se introduce un argumento con el que discrepo 
expresamente. Me refiero al que acaba de exponer el señor 
Senador Sarthou respecto a una posible inconstitucionalidad 
de la norma que establece la pérdida del capital en caso de 
que, por sentencia condenatoria pasada en autoridad de cosa 
juzgada, se determine que ha existido delito de usura. Esa 
norma no innova nada, señor Presidente, como ya tuve oportu- 
nidad de explicarlo. Esta disposición es derecho vigente en el 
Uruguay desde noviembre de 1972, sancionada por el Parla- 
mento de la época. A mi juicio, en el plano académico y en el 
práctico, nunca ha sido cuestionada su constitucionalidad. Por 
lo tanto, no entiendo cómo a esta altura, cuando precisamente 
se están planteando cambios legales que hagan efectiva y posi- 
ble la sanción de un delito que, como sabemos, se está perpe- 
trando con frecuencia e impunemente en nuestra sociedad, se 
puede plantear un problema de constitucionalidad de una nor- 
ma que ha estado vigente y que no ha sido discutida durante 27 
años. La inconstitucionalidad referida a algo que se legisla 
como efecto o como sanción de un delito, de ninguna manera 
puede relacionarse con el concepto de expropiación sin indem- 
nización. Aquí, lo que se propone mantener -y lo que hizo el 
Legislador de 1972- es una sanción para un delincuente. Se 
trata de una sanción penal que incluye, además de la pena 
consiguiente, como accesoria o adicional, la pérdida del capi- 
tal prestado. De modo que relacionar esto con una posible 
expropiación o con la violación de normas constitucionales, 
me parece que no procede, especialmente cuando se trata de 
una norma que ha estado pacíficamente vigente durante 27 
años. Se podrá decir que ha sido de aplicación azarosa o poco 
frecuente, pero según mis conocimientos -tal vez esté equivo- 
cado- incluso en el plano teórico, nunca se ha cuestionado esta 
norma en el sentido de que su constitucionalidad fuera dudosa. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR ASTORI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR ASTORI.- Quería hacer uso de la palabra para 
poder repasar el procedimiento. 


Lo que se reconsideró fue la votación o la definición de 
este Senado respecto a la propuesta de los señores Senadores 
Brezzo y Bergstein. En ese momento, si yo no recuerdo mal, 
antes de la votación el señor Senador Brezzo había propuesto 
suprimir la palabra «sólo». 


Por tanto, según lo que recuerdo, se votó sin esa expresión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, el texto aprobado 
en primera instancia y luego reconsiderado no incluye la pala- 
bra «sólo». 


SEÑOR ASTORL.- Personalmente, propongo considerar la 
posibilidad de restituir la palabra «sólo», después de haber 
visto este debate. Percibo que la propuesta de los señores Se- 
nadores Bergstein y Brezzo, considerando los artículos que 
vendrán después -y particularmente el 4”- encara de manera 
bastante completa este tema que hemos venido discutiendo. 
Por lo tanto, entiendo que debe votarse nuevamente la pro- 
puesta de los señores Senadores Brezzo y Bergstein con la 
palabra «sólo». Obviamente, estoy aludiendo al texto que fue 
distribuido por separado del venido de Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. En la medida en que así lo aceptó 
el señor Miembro Informante, se va a poner a votación el texto 
incluyendo la palabra «sólo». De todas maneras, quiero recor- 
dar a los señores Senadores que para su aprobación se necesita 
un voto más que en la votación anterior, es decir, 12. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3%, 
con la palabra «sólo». 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Brevemente quiero decir que he 
votado este artículo a sabiendas de que el otro proyecto pre- 
sentado por el señor Senador Carvalho no tenía los votos sufi- 
cientes. Entonces, entre el texto aprobado sin la palabra «sólo» 
y el que hemos aprobado recién, me parece más correcto este 
último. Sin embargo, mi preferencia estaba en la legislación 
vigente o en el texto presentado por el señor Senador Carval- 
ho. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR CARVALHO.- Quiero decir que lamento esta apro- 
bación porque, a mi juicio, representa una involución en mate- 
ria de usura. 


Nada más. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 4*. 
(Se lee:) 


«Artículo 4”. (Extinción de las pretensiones judicia- 
les sobre los recargos).- En procesos civiles cuando el 
tribunal competente, en sentencia pasada en autoridad 
de cosa juzgada, declare que ha constado el cobro de 
intereses u otros cargos que superen el 50% (cincuenta 
por ciento) de las tasas medias a que refiere el artículo 
1 de la presente ley, respectivamente para préstamos u 
otras operaciones financieras, realizadas en similares con- 
diciones y riesgo del préstamo u operación financiera 
de que se trate, sólo se tendrá el derecho a reclamar 
civilmente la suma dada por capital (artículo 109 del 
Código Penal).» 


-Dése lectura al sustitutivo del artículo 4%, presentado por 
el señor Senador Carvalho. 


«Artículo 4”. (Extinción de pretensiones judiciales).- 
Quedarán extinguidas las pretensiones tramitadas en pro- 
cesos civiles cuando el tribunal competente, en senten- 
cia pasada en autoridad de cosa juzgada, declare que ha 
constado el cobro de intereses u otros cargos que supe- 
ren el 50% (cincuenta por ciento) de las tasas medias a 
que se refiere el artículo 1* de la presente ley, respecti- 
vamente, para préstamos u otras operaciones financie- 
ras, realizados en similares condiciones y riesgo del prés- 
tamo u operación financiera de que se trate.» 


-En consideración. 
SEÑOR CARVALHO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Con respecto a este artículo, esta- 
mos en una situación directamente similar a la del artículo que 
se acaba de aprobar. La norma que propongo en realidad está 
inspirada en el Derecho vigente y en el artículo 4” del proyecto 
original presentado por el señor Senador Brezzo, que en este 
aspecto también fue modificado posteriormente en la Comi- 
sión. Naturalmente, refiere al mismo problema que acabamos 
de discutir, de modo que no deseo extenderme y hacer perder 
tiempo al Senado en este tema. En el fondo, estamos hablando 
de lo mismo, pero mirándolo desde otro ángulo: el de la recla- 
mación civil. 


En mi opinión, el hecho de que un magistrado constate la 
violación de la ley de usura debería, naturalmente, tener como 
consecuencia la extinción de la pretensión que se está trami- 
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tando ante ese magistrado. Creo que se trata de una sanción 
adecuada para la conducta en que ha incurrido el prestamista. 
Pienso que eso está recogido en la legislación vigente aunque 
en otros términos, porque en ella se alude de una manera bas- 
tante imperfecta, aunque de sentido claro, al hecho de que los 
Jueces no darán trámite a ejecuciones en que se persiga el 
cobro de obligaciones con intereses u otros cargos superiores a 
las máximas. La redacción «no darán trámite a ejecuciones» en 
el fondo significa lo mismo, aunque también ha sido objeto de 
controversias y de dudas. La legislación original propuesta por 
el señor Senador Brezzo, y que yo hago mía -en cuanto a 
sostenerla- me parece que articula mucho mejor lo que es la 
defensa de la víctima en el plano civil. Por lo tanto, lo pongo a 
consideración del Senado. 


SEÑOR BREZZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR BREZZO.- El tema que ha planteado el señor Se- 
nador Carvalho ya lo hemos argumentado y hemos marcado 
las diferencias de opinión. A los efectos de armonizar este 
texto con los planteos realizados por el señor Senador Sarthou, 
que hemos compartido, aquí sí eliminaríamos la palabra «sólo», 
para dejar abiertas las instancias de daños y perjuicios. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR BREZZO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Gracias, señor Presidente. Creo in- 
terpretar la idea del Miembro Informante porque además la 
compartimos. Por nuestra parte, propondríamos, en función de 
esa idea -y vamos a votar la disposición tal como viene de la 
Comisión- agregar al artículo 4” una frase que diría así: «El 
deudor, por su parte, podrá reclamar el resarcimiento de los 
daños y perjuicios morales y materiales que haya sufrido». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el Miembro In- 
formante, señor Senador Brezzo. 


SEÑOR BREZZO.- Efectivamente, es así. Aquí otra vez 
tenemos que tener cuidado ya que la ley se refiere al caso de 
quien presta dinero o quien recibe el préstamo y es víctima de 
la situación eventual de usura. 


Lo único que me parece que sí vale la pena es volver a 
decir «la suma dada efectivamente por capital», tal como se 
proponía en el sustitutivo, para el artículo 3*; esto, para salvar 
un poco, por lo menos desde nuestro punto de vista, las obser- 
vaciones que hacía el señor Senador Santoro. 


Considero que acá, sin intentar volver a lo anterior, la dis- 
crepancia que teníamos sobre el artículo precedente era sim- 
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plemente en cuanto a en qué momento reclamar, en el tiempo, 
el capital. Con el artículo sustitutivo, habilitábamos la posibili- 
dad de hacerlo inmediatamente y con el texto tal como venía 
de la Comisión, se dejaba sujeta la reclamación a la situación 
de terminación del proceso, con la sentencia. Pero en los dos 
casos se admitía solamente la reclamación del capital. En 
nuestro concepto, en el artículo 3* deberíamos volver a colo- 
car -por lo menos para que la ley sea armónica- la palabra 
«efectivamente», después de «dada», por lo que la frase diría 
«dada efectivamente por capital». 


Por último, comparto la propuesta que formula, como últi- 
mo párrafo, el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta al señor Miem- 
bro Informante sobre la propuesta realizada anteriormente por 
el señor Senador Bergstein relativa al cambio del «nomen ju- 


T1S». 


Dése lectura a cómo quedaría el «nomen juris» en esa pro- 
puesta. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don MARIO FARACHIO) .- «Ex- 
tinción de las pretensiones judiciales sobre los recargos y dere- 
chos del deudor.» 


SEÑOR BREZZO.- Por mi parte, estoy de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está en consideración el artículo 
4? al cual, hasta ahora, se le han propuesto tres modificaciones: 
la primera, en el «nomen juris», en el sentido recién indicado; 
la segunda, en el sentido de agregar «efectivamente» luego de 
la palabra «suma» en la penúltima línea del texto actual venido 
de Comisión y, la tercera por la cual se agregaría al final una 
frase propuesta por el señor Senador Bergstein y aceptada por 
el señor Miembro Informante. Pedimos a Secretaría que dé 
lectura de esta frase. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- «El deu- 
dor, por su parte, podrá reclamar el resarcimiento de los daños 
y perjuicios materiales y morales que haya sufrido.» 


SEÑOR ASTORI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI.- Simplemente, quería acotar, en línea 
que con el artículo anterior, que la palabra «efectivamente» iría 
después de «dada» y no después de «suma». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 4%, tal como ha 
sido aceptado en su conjunto. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- «Artículo 
4”.- (Extinción de las pretensiones judiciales sobre los recargos 
y derechos del deudor). En procesos civiles cuando el tribunal 
competente, en sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, 
declare que ha constado el cobro de intereses u otros cargos 
que superen el 50% (cincuenta por ciento) de las tasas medias 
a que refiere el artículo 1* de la presente ley, respectivamente 
para préstamos u otras operaciones financieras, realizadas en 
similares condiciones y riesgo del préstamo u operación finan- 
ciera de que se trate, sólo se tendrá el derecho a reclamar 
civilmente la suma dada efectivamente por capital (artículo 
109 del Código Penal). El deudor por su parte, podrá reclamar 
el resarcimiento de los daños y perjuicios materiales y morales 
que haya sufrido.» 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Simplemente, quería indicar que el 
agregado que hemos propuesto debe figurar en el texto luego 
de punto y seguido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así quedó registrado, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- En relación con la última propues- 
ta referida al tema de la posible reclamación de daños y perjui- 
cios, quisiera que se me explicara qué agrega al régimen gene- 
ral de Derecho Civil según el cual toda persona víctima de un 
ilícito tiene derecho a reclamar daños y perjuicios. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Ya habíamos dicho antes que el 
régimen vigente permite ese reclamo. Pero como en el juego 
de estas disposiciones se prevén eventualidades donde sólo se 
tiene derecho a reclamar determinados rubros, nos pareció pru- 
dente reiterar lo que, como decíamos antes -y muy bien recuer- 
da ahora el señor Senador Carvalho- es un principio que deriva 
del Derecho vigente, aún cuando lamentablemente no está muy 
difundida una mentalidad para hacer uso de ese tipo de dere- 
chos en estas y en otras situaciones. La disposición terminaba 
diciendo «sólo se tendrá derecho a reclamar civilmente la suma 
dada por capital»; entonces, nos pareció muy útil reiterarlo y 
decir que el deudor, por su parte, puede reclamar los daños y 
perjuicios. Por cierto, a veces lo que abunda no daña. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 4? tal como fue leído por Secretaría. 


(Se vota:) 

-18 en 19. Afirmativa. 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


«Artículo 5”.- (Publicidad de las tasas medias de 
interés). El Banco Central del Uruguay, publicará men- 
sualmente, en el Diario Oficial y en no menos de dos 
diarios de circulación nacional, las tasas medias del 
trimestre anterior, de los mercados a que refieren los 
literales a), b) y c) del artículo 1” de la presente ley, 
discriminadas en razón del plazo, tipo de moneda, exis- 
tencia o no de cláusula de reajuste y sectores de activi- 
dad.» 


-Nos encontramos con la dificultad de que el artículo 1? 
aún no se ha votado o, mejor dicho, no se ha terminado de 
votar. 


SEÑOR BREZZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR BREZZO.- Los asuntos a que refiere el artículo 5* 
sí han sido votados definitivamente. Los artículos aditivos re- 
fieren a otros asuntos. Por consiguiente, estamos en condicio- 
nes de votar el artículo 5” tal como viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 5*. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


Léase el artículo aditivo del artículo 5%, presentado por el 
señor Senador Carvalho. 


(Se lee:) 


«Artículo aditivo.- ...discriminadas en categorías, se- 
gún condiciones y riesgos, plazos, tipo de moneda, exis- 
tencia o no de cláusula de reajuste y sectores de activi- 
dad.» 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- El artículo aditivo tiene relación 
con algunas cosas del artículo 1” que quedaron pendientes de 
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discusión. Tiene que ver con lo que, a mi juicio, debe aclararse 
en el texto de la ley, y es que siempre estamos haciendo refe- 
rencia a categorías de préstamos, con lo cual estamos impi- 
diendo toda posibilidad de que alguna persona imputada del 
delito de usura, se ampare en el examen de las condiciones 
particulares del deudor, respecto a su solvencia, al riesgo que 
representa prestarle dinero, etcétera. 


Coincide con los aditivos presentados en el artículo 1%, en 
los que voy a insistir, a fin de que quede claramente determina- 
do en el texto de la ley que las comparaciones y la tipificación 
del delito siempre debe realizarse en relación con categorías 
de préstamos, pero nunca con el examen de las condiciones 
particulares del deudor individual a que esa operación se refie- 
re. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Brezzo. 


SEÑOR BREZZO.- No vamos a acompañar este aditivo, 
fundamentalmente porque creemos que el concepto de catego- 
rías ya está incluido al hablarse de «según condiciones y ries- 
gos». Esa es un poco la línea que ha seguido históricamente la 
legislación en la materia. Entonces, introducir la palabra «cate- 
gorías» para referirnos a operaciones financieras de esta ley, 
me parece que es riesgoso y que oscurece el texto. De todos 
modos, debo decir que sí compartimos el concepto en el senti- 
do de que se deben comparar préstamos, operaciones financie- 
ras similares, pero a ello se hace referencia cuando se dice 
«según condiciones y riesgos». 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: comparto la 
preocupación del señor Senador Carvalho. Sin embargo, creo 
que no hay que introducir más textos, pues de hacerlo tendría- 
mos que incorporar una gran cantidad de agregados para deli- 
mitar qué se entiende por categorías, riesgos y demás. De to- 
dos modos, y para un mejor entendimiento, me interesa marcar 
en la versión taquigráfica el concepto fundamental al que apunta 
el señor Senador Carvalho, que comparto. Asimismo, creo que 
ha sido la preocupación de todos los que hemos votado y cons- 
tará en la historia fidedigna de esta iniciativa. Sobre todo en 
materia de riesgos y garantías, cuando se vaya a realizar la 
comparación, no se va a hacer caso a caso, y no se admitirá, 
por ejemplo, que se diga que un deudor era más riesgoso por- 
que jugaba a la ruleta. Se está hablando de las grandes catego- 
rías de riesgo y de destinatarios. Me parece que dejarlo por 
escrito nos obligaría a tener que escribir mucho más. 


Por tanto, no vamos a acompañar este aditivo, pues de 
hacerlo pensamos que habría que agregar tres o cuatro artícu- 
los más para dejarlo claramente por escrito. Pero sí acompaña- 
mos el sentido a que apunta el señor Senador Carvalho. Por 
consiguiente, que no se interprete el hecho de no acompañar el 
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aditivo como una discrepancia; por el contrario, tenemos una 
coincidencia total sobre cómo debe ser interpretada la ley, y 
justamente para no entorpecer esa interpretación, no acompa- 
ñamos el aditivo, pero no porque discrepemos con lo que el 
señor Senador sostiene. Asimismo, con esto creo estar inter- 
pretando a todos los que hemos votado por mayoría este arti- 
culado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el aditivo propuesto para el artículo 5*. 


(Se vota:) 

-1 en 19, Negativa. 
Léase el artículo 6”. 
(Se lee:) 


«Artículo 6” (Operaciones Financieras).- Se consi- 
deran operaciones financieras a los efectos de esta ley, 
aquellas en virtud de las cuales a cambio de una presta- 
ción en dinero, servicios o entrega de bienes muebles, 
resulta para alguna de las partes la obligación de pagar 
una suma de dinero diferida en el tiempo.» 


-En consideración. 
SEÑOR BREZZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR BREZZO.- Señor Presidente: este es otro de los 
aspectos novedosos del proyecto de ley, porque define las ope- 
raciones financieras que reglamenta esta ley; no se refiere a 
todas. 


Durante la discusión general de la ley, planteamos que al 
entrar nada menos que en un territorio como el de la regula- 
ción de acuerdo al mercado de tasas de interés en determinado 
tipo de operaciones, debemos ser lo más precisos posible para 
evitar que se produzcan fenómenos económicos no buscados. 
Tal como dice el texto, claramente se hace referencia a «aque- 
llas en virtud de las cuales a cambio de una prestación en 
dinero, servicios o entrega de bienes muebles, resulta para al- 
guna de las partes la obligación de pagar una suma de dinero 
diferida en el tiempo.» Es decir que, por ejemplo, las operacio- 
nes con inmuebles no están incluidas ni reguladas por este 
proyecto de ley. Para mí es importante subrayar el carácter 
absolutamente definitorio y cerrado de lo que son operaciones 
financieras, a los efectos de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 6”. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 7*. 
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(Se lee:) 


«Artículo 7” (Empresas administradoras de crédito).- 
Se consideran empresas administradoras de crédito, a 
los efectos previstos en la presente ley, las personas 
físicas o jurídicas que en forma habitual y profesional 
intervengan en el financiamiento de la venta de bienes y 
servicios realizadas por terceros otorgando crédito me- 
diante el uso de tarjetas, Órdenes de compra u otras 
modalidades similares, con recursos propios o en cuyo 
financiamiento no participe el ahorro público.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 8*. 

(Se lee:) 


«Artículo 8” (Constancias necesarias).- Los intere- 
ses, compensaciones, gastos de administración o comi- 
siones que se convengan en préstamos dinerarios u otras 
operaciones financieras, deberán constar expresamente 
y con mención concreta de valores numéricos en los 
documentos de adeudo o de concertación de la opera- 
ción. 


Asimismo en las operaciones de financiamiento de 
adquisición de bienes o contratación de servicios debe- 
rá especificarse el precio al contado y el precio total 
financiado. 


En caso de omisión de alguna de estas constancias, 
los tribunales competentes no darán trámite a procesos 
civiles cuyo objeto sea el cobro de créditos de dicha 
naturaleza, hasta que el obligado consienta, total o par- 
cialmente, el importe de los mismos.» 


-En consideración. 
SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Señor Presidente: para este artículo 
habíamos presentado un aditivo por la aplicación del artículo 
4” de la Ley N* 14.701. Este artículo es correcto, en la medida 
en que establece que deben constar las menciones totales, so- 
bre todo en los rubros más importantes, como ser, intereses, 
compensaciones, gastos de administración o comisiones. Sin 
embargo, expresa: «En caso de omisión de alguna de estas 
constancias, los tribunales competentes no darán trámite a pro- 
cesos civiles». Pero sucede que aquí no se trata de un proble- 
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ma de omisión, sino que tenemos un artículo 4” de la Ley 
N* 14.701 que permite llenar los huecos que pueda haber en el 
documento; entonces, esto tendría que ser completado con la 
derogación del mencionado artículo. De no ser así, se estable- 
ce la obligación de dejar la constancia y por el artículo 4” 
puede ser rellenado el documento. El precepto, entonces, es 
incompatible con la posibilidad de que puedan llenarse los 
claros del documento. Tal como lo decíamos, esto se produce 
en muchas situaciones en las que se modifica el número del 
interés. Se dice «En caso de omisión», pero el problema no es 
de omisión. Lo que ocurre es que simplemente queda en blan- 
co, se rellena y como cuenta con la legitimidad del artículo 4*, 
no se puede decir que haya abuso de firma en blanco. 


Entendemos que, como complementación de este artículo 
8” y para no dejarlo librado solamente a la derogación tácita, 
que es un tema opinable, se debería derogar expresamente el 
artículo 4”, estableciendo que además de que debe constar ex- 
presamente, no es posible llenar ningún hueco de un documen- 
to con textos del acreedor, que es lo que está pasando ahora, 
legitimado por el artículo de la Ley N* 14.701. Por lo tanto, 
acompañé el texto de un aditivo que pensamos que podría ser 
incluido al final de este artículo 8* o entre las normas deroga- 
das que establece el artículo 9%, a fin de no quedar dependien- 
do de una interpretación de la derogación tácita. Porque es 
posible entender que si hay obligación de dejar estas constan- 
cias, no se puede dejar ningún documento en blanco. Pero si 
subsiste un texto que expresamente autoriza a llenar los docu- 
mentos en las partes que quedan en blanco, el artículo 8” no 
cubriría el rol que evidentemente trata de cubrir, es decir, im- 
pedir que se puedan dejar espacios en blanco. 


Por eso pensamos que sería conveniente la derogación de 
ese artículo 4%. A mi juicio, sería indiferente que esto figurara 
en esta disposición o en el artículo 9%, donde se mencionan 
todas las normas derogadas. Tal vez sea mejor proponerlo como 
un aditivo en el artículo 9, a fin de que se entienda como una 
norma más a derogar. 


Simplemente, he deseado aclarar el sentido de este artículo 
para armonizar con este artículo 8” que, aunque lo considero 
positivo, puede entrar en contradicción o dar lugar a discusión 
acerca de la vigencia de la otra norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Primero correspondería votar el 
artículo 8*. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Entiendo que con esta norma se 
está tratando de poner fin a una práctica abusiva, común en 
nuestra plaza comercial, que consiste en ocultar los intereses 
de financiamiento a través del llamado procedimiento de «cuo- 
tas limpias» que, por supuesto, no lo son tanto. Dicho procedi- 
miento consiste en ofrecerle al comprador como única opción 
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el pago al contado de un valor determinado, o de ese mismo 
valor a lo largo de tres, seis, doce cuotas, o las que sean en 
cada caso. Esto significa que, de hecho, se obliga -porque no 
existe ninguna ventaja en pagar al contado- a aceptar una fi- 
nanciación en la cual, seguramente, están incluidos intereses 
muy probablemente usurarios. 


El inciso segundo expresa: «Asimismo en las operaciones 
de financiamiento de adquisición de bienes o contratación de 
servicios deberá especificarse el precio al contado y el precio 
total financiado.» Pero me pregunto si esta norma será sufi- 
ciente para evitar esa práctica que es habitual y en la que se 
dice que no hay financiamiento y que lo que ocurre es que o 
bien la casa, por una cortesía, o la empresa de tarjetas, le 
permite al comprador pagar en seis veces lo que, de otra mane- 
ra, debería abonar al contado por el mismo importe. Teórica- 
mente, en el documento que recoge esa operación, podría de- 
cirse que el precio al contado es, por ejemplo, $ 1.000, y que 
el precio total financiado es la misma cifra, abonada en cuatro 
cuotas de $ 250. Me pregunto si esa interpretación sería admi- 
sible de acuerdo con el texto que estamos considerando. Me 
adelanto a pensar que no. Pero esta es una materia muy com- 
pleja y resbaladiza, y donde la imaginación siempre va delante 
de las normas. 


Me parece que, a esta altura, proponer aditivos no sería 
muy positivo, pero tengo la sensación de que este es un proble- 
ma real y dudo si la norma que vamos a sancionar lo eliminará. 
Creo que su intención es esa. De todos modos, me interesa 
que, por lo menos, quede constancia en la versión taquigráfica 
de que, a mi juicio, la norma que estamos sancionando impone 
el establecimiento del precio al contado como algo distinto -y 
naturalmente, en todo caso, mucho más bajo- que el precio 
financiado, el cual resultará de la aplicación de los intereses 
correspondientes al plazo por el cual se posterga el pago. 


También conozco el argumento según el cual esta es una 
práctica impuesta a los comerciantes por las empresas adminis- 
tradoras de las tarjetas de crédito, porque entienden que si se 
permitiera el pago al contado con un valor distinto, se estaría 
dificultando su funcionamiento. Me parece que este argumento 
es totalmente perverso, porque una cosa es el descuento por 
pagar en efectivo y otra el precio al contado y, naturalmente, la 
legislación de otros países no sólo no lo admite sino que, por 
el contrario, lo impide. Tengo entendido que incluso en Esta- 
dos Unidos, en el comercio es absolutamente imposible obte- 
ner un procedimiento de financiación por intermedio de tarje- 
tas de crédito, puesto que los comercios venden a precio de 
contado, y quien desea financiamiento, debe negociarlo con la 
empresa que emitió su tarjeta y documentarlo en la forma ade- 
cuada. Se me ha dicho que esto es así y, sin duda, sería un 
procedimiento mucho mejor, más transparente y que defiende 
de manera más adecuada los intereses del consumidor, compa- 
rado con el que vemos a diario en nuestra plaza donde, de 
hecho, se obliga a las personas a pagar más de lo que quieren y 
pueden, con una financiación que, seguramente, encubre inte- 
reses muy altos. 
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Era cuanto deseaba expresar. 
SEÑOR BREZZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR BREZZO.- Señor Presidente: desde que se consi- 
deró este proyecto de ley en general, manifestamos que no 
creemos que por la vía de la ley podamos resolver todos los 
temas vinculados a los abusos, en cuanto a recargos, intereses 
u otras modalidades de préstamos usurarios. 


Pensamos que este proyecto de ley es un enorme paso ade- 
lante para el país y que este artículo 8%, por sí mismo, justifica- 
ría una propia ley. Lo que allí se expresa es muy importante 
para el funcionamiento de las operaciones financieras en el 
país. Me refiero, concretamente, a cuando dice: «Los intereses, 
compensaciones, gastos de administración o comisiones que se 
convengan en préstamos dinerarios u otras Operaciones finan- 
cieras, deberán constar expresamente y con mención concreta 
de valores numéricos en los documentos de adeudo o de con- 
certación de la operación.» Actualmente, esto no se hace. 


Me animo a decir que, de alguna manera, esta disposición 
va a ser inhibitoria, porque quiero ver si prestamistas que hoy 
están cobrando el 400%, 500% u 800%, se van a animar a 
expresarlo en un documento. Al mismo tiempo, tendríamos 
que pensar en cómo va a reaccionar quien recibe el préstamo 
cuando vea claramente cuál es el recargo que se le va a aplicar. 


Por tanto, me parece que con este artículo se inhibe o impi- 
de una serie de abusos que se están llevando a cabo hasta el 
momento. Evidentemente, esto no se va a poder lograr en to- 
dos los casos. Pero, en gran medida, este artículo va a ser 
particularmente efectivo, por sí mismo y por la reacción inhibi- 
toria de quien presta a tasas de interés exageradas. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Creemos que esta disposición es 
una de las grandes virtudes de este proyecto de ley, y que 
puede tener un impacto cultural en el seno de la sociedad si las 
organizaciones sociales y los medios de comunicación le dan 
una adecuada difusión. Pensamos que los autores de esa inicia- 
tiva -por lo menos en nuestro modo de ver y aunque no es 
habitual hacerlo en este foro- merecen todo nuestro reconoci- 
miento. 


También se ha planteado una preocupación por este artícu- 
lo 8%, a raíz de las maneras en que se podría intentar eludir sus 
especificaciones haciendo firmar en blanco al deudor. Quiero 
recordar que en nuestro Derecho se tipifica como delito el 
denominado «abuso de firma en blanco», que está sancionado 
con una pena realmente grave que puede llegar a cinco años de 
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penitenciaría. Me voy a permitir leer esa disposición, que es 
realmente muy breve. Dice lo siguiente: «El que abusare de 
una hoja firmada en blanco que le hubiere sido entregada con 
la obligación de restituirla o de hacer un uso determinado de 
ella escribiendo o haciendo escribir una declaración que im- 
porte cualquier efecto jurídico en perjuicio del firmante será 
castigado con seis meses de prisión a cinco años de penitencia- 
ría.» Creemos que la mención de esta disposición es bastante 
oportuna cuando estamos comentando el artículo 8* y nos pre- 
ocupamos de que queden los formularios en blanco y de cómo 
el comerciante los puede llenar después. No hay duda de que si 
va a llenar esos claros en una forma distinta de lo que ha sido 
la realidad económica de la operación, está incurriendo en una 
de las hipótesis delictivas que prevé la disposición que acaba- 
mos de leer, puesto que está rellenándolos haciendo un uso 
distorsionado de la circunstancia de tener un documento en su 
poder. 


Era cuanto deseaba señalar. 
SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Simplemente, quería aclarar que eso 
es válido. El delito de abuso de la firma en blanco se configura 
en cualquier hipótesis que se rellene, excepto en una ley de 
títulos valores que habilita la posibilidad de hacer el relleno 
porque, de alguna manera, el sistema jurídico es global. Enton- 
ces, si el delito se configura y hay una norma que legitima que 
se puedan introducir, se está admitiendo que, para esa hipóte- 
sis de los títulos valores, se pueda violar sin incurrir en delito. 
Ese es mi temor, y por eso quería que se derogara esa norma, a 
fin de que se invalide la posibilidad de considerar que esa 
norma se aplica en todos los casos, excepto en el de los títulos 
valores donde se admite rellenar el blanco de un documento. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Tenemos a la vista el artículo 4? de 
la Ley de Títulos Valores. Como bien dice el señor Senador 
Sarthou, el Derecho debe ser objeto de una interpretación ac- 
tualizada y sistemática. Creo que el artículo 4” no entra en 
contradicción con nada de lo que estamos proponiendo en esta 
sesión, porque dice que si se omitieren algunas menciones o 
requisitos, cualquier tenedor -hago gracia de leer al Cuerpo los 
requisitos que están en los artículos anteriores a esta disposi- 
ción- ... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, señor Senador, 
debo decir que en la medida en que el tratamiento de este 
aditivo ha sido postergado para el artículo siguiente, corres- 
pondería que nos concentráramos en votar el artículo 8%, e 
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inmediatamente después entraríamos a la consideración del ar- 
tículo 9%, donde se plantea ese aditivo. De todas maneras, la 
discusión va a quedar planteada en tres minutos más. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8*. 
(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 9*. 

(Se lee:) 


«Artículo 9”. (Derogaciones).- Deróganse los artícu- 
los 7%, 8%, 11 y 15 de la Ley N* 14.095, de 17 de 
noviembre de 1972 y los artículos 2” y 3* del Decreto- 
Ley N* 14.887, de 27 de abril de 1979.» 


-En consideración. 


La Mesa entiende que se agrega a este artículo el aditivo 
que figuraba sin número. 


SEÑOR BREZZO.- Hay que votarlo por separado, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador, pero 
el aditivo que se agregaba propone incluir entre las derogacio- 
nes el artículo 4” de la Ley N* 14.701, de 12 de setiembre de 
1977. 


De modo que correspondería votar el artículo 9, tal como 
viene, y luego considerar el aditivo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9*. 
(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El aditivo incluiría entre las normas citadas, después de una 
coma, «el artículo 4* de la Ley N* 14.701, de 12 de setiembre 
de 1977». 


Ahora sí, le damos la palabra al señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- El señor Presidente tenía razón en 
cuanto a que era mejor tratar esto aquí, pero ahora veo que el 
tema es más grave de lo que pensábamos. 


Me parece que la Ley de Títulos Valores -que quizás deba 
ser objeto de algunas modificaciones en la próxima Legislatu- 
ra- responde a un criterio orgánico y sigue orientaciones del 
Derecho Comparado en materia comercial. Creo que tenemos 
que ser muy cautelosos en hacer remiendos puntuales. 


El artículo 4” que se quiere derogar está comprendido en 
una ley que dice qué es lo que tiene que contener el título 
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valor, su nombre, la fecha y lugar de creación, el derecho que 
en el Título se incorpora, lugar y fecha de ejercicio del Dere- 
cho, la firma, etcétera. Dicha disposición dice que si se omitie- 
ran algunas menciones o requisitos, cualquier tenedor legítimo 
podrá llenarlos antes de presentar el título para el ejercicio del 
derecho que en él se consigne. Se refiere clarísimamente a los 
requisitos que figuran en los artículos anteriores, porque se 
refiere al ejercicio del derecho que en él se consigna. Esto 
responde a una orientación del Derecho Comercial más moder- 
no, pues en la agilidad del comercio a veces se omiten algunos 
de esos requisitos, y ello nada tiene que ver con lo que estamos 
tratando. Derogar este artículo 4* obligaría -a nuestro juicio- a 
rever los requisitos a cuya omisión se refiere la disposición. Si 
se deroga el artículo, una gran cantidad de títulos valores po- 
drían perder su eficacia jurídica por falta de uno de estos re- 
quisitos. Al mismo tiempo, al tenedor de un documento se le 
está privando de la facultad de llenar, de subsanar esas omisio- 
nes para ejercer su legítimo derecho. Creo que eso no está en 
el ánimo de los señores Legisladores y, a nuestro juicio, sería 
muy inconveniente agregar la derogación del artículo 4* de la 
Ley de Títulos Valores. 


Volviendo a lo que decíamos antes, pensamos que el 
artículo 8” está bien estructurado, y que en nuestro Derecho 
Positivo tenemos una disposición penal que cubre los abusos 
de esas circunstancias. Pero no nos pasemos de revoluciones 
-lo digo con todo respeto- suprimiendo una disposición de la 
Ley de Títulos Valores que responde a otra temática y a otras 
necesidades del mundo comercial y jurídico, creando una serie 
de reacciones en cascada que sería muy difícil de prever en 
este momento. 


Por lo tanto, me opongo a que se incluya el artículo 4* de la 
mencionada ley en el artículo 9 que estamos considerando. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Quiero señalar que el artículo 4? es- 
tablece una disposición excepcional, que no es normal. Una 
cosa es establecer requisitos que deben ser cumplidos, y otra, 
una disposición que establece que si se omite alguno de esos 
requisitos, se va a poder llenar a juicio del tenedor del docu- 
mento. Es una especie de cheque en blanco, ya que puede 
rellenar cualquier aspecto del documento. Pienso que no afecta 
en absoluto restarle esa facultad. El tenedor va a poseer un 
documento completo, que va a ejecutar. Lo único que no va a 
ser posible es que esté legitimado el relleno de documentos y 
que en el régimen del abuso de la firma en blanco, sea posible 
usarlo. Para este tipo de documentos no existe el abuso de la 
firma en blanco, ya que en la medida en que está habilitado, 
donde haya un claro, lo puede llenar. Se trata de hacer posible 
que el delito establecido en Títulos Valores se cumpla, como 
sucede en otro tipo de documentos. Pensar que para la agilidad 
del comercio es preciso que se habilite una excepción, admi- 
tiendo el delito de abuso de firma en blanco, me parece que no 
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es la mecánica que debemos utilizar. Esa es la razón por la que 
entendemos que esto afecta la economía de la ley; simplemen- 
te, se quita una facultad que no estaba antes de la Ley de 
Títulos Valores. En nuestro Derecho nunca se admitió la posi- 
bilidad de llenar claros en los documentos, conformes o vales; 
es esta norma la que incorpora esa mecánica, pero si la saca- 
mos, siguen existiendo los requisitos. 


Por todo ello, entendíamos que era importante establecer 
esto, porque es un instrumento que legitima un fraude frecuen- 
te en gente necesitada, que firma los documentos y no tiene 
capacidad cultural para controlar los textos, para leerlos, para 
ver el alcance, etcétera. En una palabra, favorece un fraude en 
el crédito popular, lo que nos parece que es delicado. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: quiero ma- 
nifestar que compartimos las razones que se han expuesto para 
eliminar el artículo que permite el relleno de documentos; nos 
parece de toda lógica. Hemos hecho algunas consultas en el 
ámbito comercial y la respuesta que hemos obtenido de los 
comerciantes es que, salvo que haya mala intención, el proble- 
ma de la demora en la factura de la documentación -que sería 
el único que se ha esgrimido- no les preocupa demasiado. Ade- 
más, aparejaría tranquilidad a todos los involucrados en el tema. 


No quiero abundar sobre algo que me parece de sentido 
común, pero quisiera plantear una pregunta que, naturalmente, 
no va a tener respuesta. ¿Los señores Senadores están dispues- 
tos a firmar documentos en blanco a quien sea? ¿Firmarán 
vales en blanco donde todo lo demás lo va a poner el acreedor, 
o sólo lo harán en casos muy especiales, con personas en las 
que tienen una absoluta y tremenda certeza de que no van a 
cometer errores ni van a ser deshonestas? Descuento que la 
respuesta de todos los señores Senadores va a ser la de que es 
preferible rellenar el documento, aunque pierdan tres minutos 
cada parte; y, repito, no por salvaguardarse de la deshonesti- 
dad sino, aunque sea, del mero error. 


Hay pues que derogar ese artículo 4*, no tiene sentido su 
continuidad cuando, en muchos casos, ha sido utilizada negati- 
vamente para los deudores. Obviamente, nunca es a favor de 
los deudores que se cometen errores en esta materia. 


En consecuencia, me parece que el aditivo propuesto es 
bueno y sería del caso que, en una ley de este alcance -que está 
claramente vinculado- el Senado proceda a derogar una norma 
que no es, precisamente, plausible ni necesaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el Senado no tiene inconve- 
niente, deseo formular una consulta -simplemente a título acla- 
ratorio- al señor Senador Bergstein desde la Mesa, para no 
tener que pasar por el engorroso procedimiento de pedir que se 
me sustituya en la Presidencia. 
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Entiendo que el señor Senador se refirió a las necesidades 
que existirían de mantener el artículo 4%, no particularmente 
para estos documentos, sino para otros títulos valores, en razón 
de otros motivos jurídicos y comerciales. Me parece de lógica 
tener completos los documentos, pero entiendo que en otro 
tipo de títulos valores y en función de una operativa comercial 
-no sé si es a ello que se refería el señor Senador- esto podría 
ser inconveniente. Por consiguiente, tal vez compartiendo la 
necesidad con relación a este tipo de títulos valores, entiendo 
que podría haber otros para los cuales la derogación de este 
artículo 4” no sea conveniente. Entonces, pregunto al señor 
Senador Bergstein sí es este el caso y que lo explique. 


SEÑOR ATCHUGARRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Además de la pregunta del se- 
ñor Presidente y aun respecto a este tipo de operaciones, no 
parece lógico que si lo que se omite es, por ejemplo, la ciudad 
en que se otorga el documento o el número de cédula de iden- 
tidad del deudor, nosotros metamos todo en una misma bolsa 
al derogar este artículo 4”. Esto es así, repito, además de ser 
válido lo que planteaba el señor Presidente en cuanto a que 
hay operaciones, fuera de las que definimos en la ley y a las 
que son aplicables el artículo 4%, que no tienen nada que ver 
con esto. 


El artículo 4” habla del nombre del título valor a que se 
refiere -esto es, si se trata de un pagaré, de un conforme, etcé- 
tera- de la fecha y lugar de creación. No estamos, pues, en la 
misma materia. 


Pregunto, entonces, si en lugar de derogar el artículo 4* 
-inclusive, hago el planteo a los proponentes- no podríamos 
agregar en el inciso final del artículo 8%, donde se dice que en 
caso de omisión de algunas de estas constancias, los tribunales 
no darán lugar a la acción, algo así como que en caso «de 
omisión de algunas de estas constancias, que no podrán ser 
subsanadas vía artículo 4%» de la ley tal, y a continuación lo 
que ya se establece. Se trataría de eliminar la aplicación del 
artículo 4” a estas constancias, que sólo refieren al aspecto 
financiero, que es uno de los tantos que pueden ser resueltos 
con esa disposición. 


Una cosa es llenar el espacio en blanco correspondiente a 
la tasa de interés, y otra el número de identidad, la profesión o 
el lugar de otorgamiento, datos que tal vez faltaron. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria) 


-La sanción de esto es inclusive peor que la usura, puesto 
que aquí se dice que no se dará curso hasta que el deudor lo 
consienta. ¿Qué deudor va a consentir? Ninguno. Por lo tanto, 
en función de esta disposición se crea una especie de limbo 
jurídico, en el cual un título al que le faltara, por ejemplo, la 
fecha de otorgamiento, no se podría ejecutar, aunque no hubiera 
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usura. Insisto en que la sanción es peor que la usura, puesto que 
en este último caso, de acuerdo con lo que se ha votado -más 
allá de que se comparta o no- al menos se puede reclamar el 
capital. Repito que aquí no se puede llevar adelante ninguna 
acción hasta que el deudor no lo consienta. Si no es así, ¿qué 
podría ocurrir? ¿Ni siquiera se podría reclamar el capital? 


Por consiguiente, señor Presidente, si la sanción es tan gra- 
ve, sugiero que la limitemos y que aclaremos con absoluta 
precisión a qué nos estamos refiriendo. 


SEÑOR SARTHOU.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU.- La persona que emite el documento 
o, dicho de otra manera, el que otorga el crédito y va a docu- 
mentarlo, debe tener la cautela de incluir todos los datos, pues- 
to que ello es de su interés. Lo que nos preocupa aquí es dejar 
la facultad. No se trata de proteger a quien da el dinero, habida 
cuenta de que es de su interés incluir todas las menciones, 
puesto que es quien va a usar ese documento. El problema es, 
entonces, evitar que se entregue deliberadamente un documen- 
to en blanco para rellenarlo luego. Como señalaba el señor 
Senador García Costa, esto no lo hacen todos los comercian- 
tes. Es más; algunos comerciantes decentes han dicho que hay 
inescrupulosos que proceden de esa manera. 


Me parece que una norma no puede habilitar esa anormali- 
dad, es decir, regular para este caso la posibilidad del abuso de 
firma en blanco; queremos corregirlo en protección del deu- 
dor. Establecer la fecha de la emisión del documento es parte 
de la cautela que debe tener quien lo otorga; eso no lo tiene 
que proteger la ley. Lo que sí debemos proteger es que, bajo la 
norma genérica de rellenar un documento, se permita dejar 
blancos y sea legítimo hacer una sustitución. Esto es lo que nos 
preocupa desde el punto de vista jurídico y también ético. ¿Por 
qué hay que admitir que, en un caso, el tenedor de un docu- 
mento puede rellenarlo como quiera? Por la certeza misma del 
Derecho, eso es algo que no puede admitirse en términos jurí- 
dicos. 


La razón de todo esto es proteger a quien firma el docu- 
mento. Si el dador o el que presta dinero omite datos, esa es 
una cuestión que está en la órbita de su propia cautela, de su 
propio interés. Lo malo es no proteger a la otra parte, que 
siempre se encuentra en un estado de indefensión y, por nece- 
sidad, suele firmar cualquier documento, aun cuando por razo- 
nes culturales no los pueda entender. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Vamos a poner un ejemplo sim- 
ple y concreto, que todos experimentamos. Cuando en el su- 
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permercado firmamos el «baucher» de la compra realizada, es 
notorio que no estamos ante problemas de necesidad. Pregunto 
s1 cada persona va a pasar diez minutos llenando todas las 
constancias habidas y por haber. Esto ha ido cambiando, pues- 
to que ahora uno firma y nada más, en función de que los 
abogados dicen que no hay que preocuparse, porque si algún 
día hay que ejecutar, ellos pondrán la fecha, el domicilio o 
cualquier otro de esos datos. 


Insisto en que si lo que se quiere aquí es evitar la usura, 
deberíamos decir que por la vía del artículo 4% no se puede 
completar nada que tenga que ver con ese delito. Ahora bien, 
¿qué tiene que ver eso con el lugar o la fecha de otorgamiento, 
o cualquier constancia de otro carácter? 


SEÑOR SARTHOU.- La fecha de otorgamiento puede ser 
muy importante. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Creo que la variante que propone 
el señor Senador Atchugarry supone un progreso. Aun cuando 
con franqueza digo que no me entusiasma porque entiendo que 
lo que dice el artículo 4” del Decreto-Ley N* 14.701 nada tiene 
que ver con lo que estamos tratando acá. Se refiere a otro tipo 
de situaciones que, como bien mencionaba el señor Senador 
Atchugarry en su ejemplo, son de la vida real. No obstante, 
repito que es un progreso muy importante porque, si entendí 
bien, en la versión original queríamos derogar el artículo 4”, 
borrarlo de nuestro Derecho Positivo, y en la variante que 
propone ahora el señor Senador, lo deroga exclusivamente en 
cuanto a las operaciones usurarias, haciendo una intercalación 
-para la que hemos redactado un breve texto- en el artículo 8”. 


Por tanto, contestando de alguna manera la pregunta que 
nos hacía con anterioridad el señor Presidente del Cuerpo, creo 
que la variante que propone el señor Senador Atchugarry cons- 
tituye una sensible mejoría porque limita el campo de la dero- 
gación, si se me permite decir, al intercalar una frase en el 
tercer párrafo del artículo 8%, que diría así: «En caso de omi- 
sión de alguna de estas constancias, no será aplicable el artícu- 
lo 4* del Decreto-Ley N* 14.701,», continuando de la siguiente 
manera: «y los tribunales competentes no darán trámite a pro- 
cesos civiles». Reitero que se trata de intercalar esta frase que 
era lo que proponía, con alguna pequeña variante, el señor 
Senador Atchugarry. 


De todos modos, insisto en que esto no me hace particular- 
mente feliz y hasta intuitivamente creo que estamos entreve- 
rando las aguas. Sin embargo, como observo que el sentir del 
Cuerpo va en otra dirección, creo que esa propuesta acotaría 
sustancialmente el alcance de la derogación. No nos vamos a 
poner ahora a legislar sobre la conveniencia o no de documen- 
tos que, como bien decía el señor Senador Atchugarry, están 
en la realidad, y no podremos suprimirlos por ley. Tal como 
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sucede en infinidad de situaciones, en más de una oportunidad 
nos hemos encontrado con que nos dan para firmar determina- 
dos documentos en un momento de apuro, los firmamos y de- 
jamos alguna constancia. Es algo que pasa todos los días, qui- 
zás por culpa nuestra, pero es como funciona la realidad. 


En consecuencia, apoyaría la variante que propone el señor 
Senador Atchugarry. 


SEÑOR CARVALHO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Deseo trasladar, en cierto modo, 
una duda. 


Cuando hablamos de las constancias necesarias, hacemos 
referencias a intereses, compensaciones, gastos de administra- 
ción O comisiones, pero no se dice nada del capital, con lo 
cual, en teoría, existiría la posibilidad de que alguien obtuviera 
un vale en blanco en el que constaran todos los detalles y 
constancias que exige la ley, pero se reservara la indicación 
concreta del capital prestado. De esa forma, luego se podría 
intentar, por lo menos, disimular el préstamo usurario, aumen- 
tando el capital. 


Frente a esto me pregunto si no conviene establecer o in- 
corporar a las constancias necesarias el capital, los intereses, 
las compensaciones, etcétera. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- De acuerdo con lo que inter- 
preto del artículo, éste establece que los intereses, compensa- 
ciones, gastos de administración o comisiones que se conven- 
gan en préstamos dinerarios u otras operaciones financieras, 
deberán constar expresamente y con mención concreta de valo- 
res numéricos en los documentos. Esto se aclara aún más en el 
segundo inciso donde se establece: «Asimismo en las opera- 
ciones de financiamiento, de adquisición de bienes o contrata- 
ción de servicios deberá especificarse el precio al contado y el 
precio total financiado». 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Mi duda se mantiene, señor Presi- 
dente, porque no veo que aquí se mencione el capital, aunque 
lógicamente se puede intentar extraer. 


Por otro lado, el texto que se nos propone habla de una 
mención concreta de valores numéricos, pero antes está la con- 
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junción copulativa «y» que lo liga con lo que anteriormente se 
expresó, es decir, los intereses, compensaciones, gastos de ad- 
ministración o comisiones. Esos son los elementos que debe- 
rán constar con mención concreta de valores numéricos. 


SEÑOR ATCHUGARRY-- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Entendemos que la duda que 
presenta el señor Senador Carvalho de todas formas no se 
arregla eliminando el artículo 4” del Decreto-Ley N* 14.701, 
porque justamente acá estamos diciendo que no se va a aplicar 
a esta disposición dicho artículo. 


A mi juicio, la redacción está clara, pero comentábamos 
con el señor Miembro Informante que si se desea agregar en el 
inciso primero una mención expresa al capital, no nos opone- 
mos. A mi entender no es necesario, pero si existe alguna 
duda, no vale la pena discutirlo porque en realidad no estamos 
en desacuerdo. Quizás se pueda poner «el capital prestado o 
financiado», tal como figura en el inciso segundo, a pesar de 
que estaría ínsito en la frase final. 


Acá lo único que estamos diciendo es que no se derogue el 
artículo 4%, que se aplica a operaciones distintas de las que 
regula esta ley y, además, porque respecto de estas operacio- 
nes está regulando aspectos totalmente secundarios y ajenos a 
la usura. Entonces, si queremos poner en el primer inciso que 
hay que hacer mención expresa al capital financiado, entrega- 
do, o como se le quiera llamar, estaría de acuerdo. Lo único 
que me interesa es que a propósito del tema usura no se dero- 
gue una norma que resuelve no sólo ese tema, sino muchos 
otros que son ajenos a éste. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Antes de 
concederle la palabra al señor Senador Sarthou, la Mesa ad- 
vierte que estamos haciendo referencia al artículo 8” y para 
ello se ve en la obligación de solicitar a algún señor Senador 
-si es que hay voluntad política en ese sentido- que solicite su 
reconsideración, en razón de que ya fue votado. 


Tiene la palabra el señor Senador Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU.- Me parece atinada la observación 
del señor Senador Carvalho porque cuando en la disposición 
se dice «mención concreta a valores numéricos», se refiere a 
los intereses, compensaciones, etcétera, porque esa es la forma 
de expresar estos rubros. Por lo tanto, sería bueno agregar la 
expresión «capital» para que se refiriera a todos esos diferen- 
tes rubros. 


SEÑOR ASTORLI.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ASTORI.- He solicitado la palabra, señor Presi- 
dente, para colaborar en la búsqueda de esta modificación. 


En primer lugar, deseo plantear que se vote la reconsidera- 
ción del artículo 8”, que es lo que debemos hacer ante todo, 
para continuar con esta discusión. 


En segundo término, creo que con sólo referir al capital 
alcanza, sin necesidad de agregar ningún adjetivo como ser 
«financiado» o algo por el estilo, en virtud de que más adelan- 
te, en la misma frase se alude a préstamos dinerarios u otras 
Operaciones financieras. Quiere decir que acá estamos refirien- 
do al capital involucrado en préstamos dinerarios u otras ope- 
raciones financieras. Por lo tanto, pensamos que agregando 
únicamente el vocablo «capital» alcanza y queda bastante com- 
pleta la redacción de este primer inciso. 


Propongo, por consiguiente, que se reconsidere el artículo 
8” y que modifiquemos el primer inciso de esa manera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la reconsideración del 
artículo 8*. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración, nuevamente, el artículo 8*. 
SEÑOR ASTORLI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ASTORI.- Concretamente, propongo que el inciso 
primero del artículo 8” diga: «El capital, los intereses, las com- 
pensaciones, los gastos de administración o las comisiones que 
se convengan», etcétera, porque creo que es más correcto des- 
de el punto de vista formal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- La Mesa 
entiende conveniente que se lea el artículo 8” con las modifica- 
ciones propuestas. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE(Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En realidad, mi propuesta fue 
mejorada por el señor Senador Bergstein, pero el concepto es 
el mismo. 


El artículo diría así: «El capital, los intereses, las compen- 
saciones, los gastos de administración o las comisiones que se 


CAMARA DE SENADORES 


21 de Julio de 1999 


convengan en préstamos dinerarios u otras operaciones finan- 
cieras, deberán constar expresamente y con mención concreta 
de valores numéricos en los documentos de adeudo o de con- 
certación de la operación. 


Asimismo en las operaciones de financiamiento de adquisi- 
ción de bienes o contratación de servicios deberá especificarse 
el precio al contado y el precio total financiado.» 


Luego, en el tercer inciso, estaría el agregado del señor 
Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quiero agregar que el concepto lo 
trajo el señor Senador Atchugarry; lo único que hicimos fue 
darle forma. 


Concretamente el tercer inciso diría así: «En caso de omi- 
sión de alguna de esas constancias, no será aplicable el artículo 
4” del Decreto-Ley N* 14.701», y continúa luego el texto sin 
cambios, o sea, «los tribunales competentes», etcétera, quedan- 
do el resto de la disposición tal como figura. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8% con las 
modificaciones introducidas en Sala. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: el aditivo pro- 
puesto como artículo 10 establece: «Sin perjuicio de los come- 
tidos atribuidos por la Ley N* 16.696, el Banco Central del 
Uruguay reglamentará -dentro de los noventa días de la pro- 
mulgación de esta ley- y controlará la actividad de las empre- 
sas administradoras de créditos. En caso de que se tuviera 
conocimiento de la posible existencia del delito de usura, el 
Banco Central del Uruguay deberá formular de inmediato la 
correspondiente denuncia penal.» 


Este artículo, con un texto aproximado al que he leído, 
estaba incluido en el proyecto de ley original propuesto por el 
señor Senador Pereyra y me parece importante para despejar 
toda duda en cuanto a la competencia del Banco Central del 
Uruguay para reglamentar y controlar la actividad de las em- 
presas administradoras de créditos. 


Hasta ahora, en mi opinión, el Banco Central del Uruguay 
ha sido reticente en esta materia, pero ha llegado el momento 
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de conferirle expresamente la facultad, el poder-deber que es 
la competencia de una persona jurídica pública y, por consi- 
guiente, la obligación de intervenir en un mercado donde exis- 
ten empresas operando con un determinado volumen de nego- 
cios, vinculadas muchas de ellas a entidades financieras, y cuya 
actividad merece el control y la reglamentación por parte del 
Banco Central del Uruguay. Creo que es una omisión del pro- 
yecto de ley que estamos votando no incluir expresamente esta 
norma y, por lo tanto, propongo salvarla con este aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- La Mesa 
advierte que hay más aditivos presentados y propone que se 
lean todos a los efectos de su consideración. 


Léase el artículo que figura como 9%, propuesto por el se- 
ñor Senador Brezzo. 


(Se lee:) 


«Artículo 9” (Excepciones).- Los préstamos conce- 
didos por las empresas de intermediación financiera de- 
finidas en el literal a) del artículo 1% no estarán alcanza- 
das por lo dispuesto en la presente ley cuando se reali- 
cen con: 


a) Otras empresas financieras comprendidas en las 
disposiciones del Decreto-Ley N* 15.322, del 17 de se- 
tiembre de 1982 y sus modificativos. 


b) No residentes en el país.» 
SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: los aditivos 
refieren a distintas disposiciones y, por lo tanto, si los leemos 
todos juntos, me parece que vamos a avanzar menos que si lo 
hacemos paso por paso. Si no entendí mal, se acaba de leer por 
Secretaría el aditivo correspondiente al artículo 9%. Anterior- 
mente, se había leído una disposición que pasaría a tener el 
número 10. 


SEÑOR BREZZO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador. 


SEÑOR BREZZO.- Sucede que con este proyecto de ley 
hemos tenido tantos artículos aditivos y proyectos sustitutivos 
que a veces se hace un poco dificultoso el trabajo de la Secre- 
taría. 


El artículo 9” que había sido presentado como aditivo, no 
es aditivo del 9% que hemos votado, sino que es otro artículo 
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que debería llevar el número 10. Presumo que al final debería- 
mos ordenar el texto y poner las derogaciones como artículo 
final, tal como se hace usualmente. 


Por el momento, sugiero votar el artículo aditivo que acaba 
de leer la Secretaría con otro número, que sería el 10, proba- 
blemente; el propuesto por el señor Senador Carvalho llevaría 
el número 11, y hay otro que refiere a los envíos postales, que 
tendría que votarse con el número 12. 


En realidad, estoy observando que los artículos que tienen 
que ver con los envíos postales y las empresas financieras, 
bancos y no residentes, son excepciones, es decir, situaciones 
que se excluyen de las normas de la ley, y por ello me parece 
que deberían ir uno a continuación del otro, y el artículo pro- 
puesto por el señor Senador Carvalho a posteriori. Digo esto a 
los efectos de ver si podemos ordenar la votación. 


Por otra parte, el artículo 10 nos merece algunos comenta- 
rios, no así el resto de las disposiciones. 


SEÑOR ASTORLI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ASTORI.- Señor Presidente: quiero referirme, pre- 
cisamente, al orden en el que vamos a considerar estos temas. 
Estoy de acuerdo con que las derogaciones estén en el último 
artículo, así como también que el penúltimo tema a considerar 
-NO sé si se va a convertir en artículo o no- sea el que el señor 
Senador Carvalho atribuye al Banco Central del Uruguay, es 
decir, a los posibles cometidos o acciones eventuales de de- 
nuncias penales que el Banco puede hacer. Antes de estos dos 
temas consideraría por parte del Senado, por un lado, el artícu- 
lo propuesto por el señor Senador Brezzo en cuanto a otras 
empresas financieras y no residentes en el país y, por otro, el 
artículo presentado por los señores Senadores Brezzo y Bergs- 
tein referido a los envíos postales, que me parece que es el que 
menos discusión va a tener, por lo menos en lo que a mí 
respecta. 


Por lo tanto, personalmente pasaría a considerar ahora la 
propuesta sobre otras empresas financieras y las llamadas no 
residentes en el país. 


Si se aceptara este criterio que estoy sugiriendo, quisiera 
plantear dos preguntas: en primer lugar, a qué otras empresas 
financieras refiere el literal a) y, en segundo término, qué se 
está pensando con la exclusión de los no residentes en el país 
o, dicho de otra manera, qué concepto de no residencia se está 
utilizando acá. Hasta donde entiendo, ninguna norma puede 
ser aplicada a un no residente; si es no residente desde el punto 
de vista económico entonces no es necesario decir esto. Sin 
embargo -no lo estoy afirmando- si por no residente se está 
entendiendo a filiales de empresas trasnacionales radicadas en 
el país, entonces estamos utilizando mal el concepto de no 
residencia. 
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En todo caso, no quiero ir más allá de la pregunta que yo 
mismo formulé, y si es posible y se acepta el criterio de pasar a 
discutir esta materia, me gustaría que el Miembro Informante 
nos contestara a qué otras empresas financieras alude y cuál es 
el concepto de no residencia que se está manejando. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- La Mesa 
entiende, si el Senado no dispone lo contrario, que podríamos 
aplicar el criterio planteado por el Miembro Informante, que 
coincide con el formulado por el señor Senador Astori y con el 
ingreso a la Mesa de las propuestas. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Brezzo. 


SEÑOR BREZZO.- Señor Presidente: a lo largo de los 
meses en que hemos trabajado con este proyecto de ley, hemos 
recibido delegaciones que han hecho planteos, algunos de los 
cuales hemos escuchado en la Comisión y otros fueron formu- 
lados a cada uno de los integrantes de ella. Esto obedece a un 
planteo que nos hizo la Asociación de Bancos, fundamental- 
mente para excluir el llamado «call-money», es decir, los prés- 
tamos entre instituciones reguladas por la ley mencionada, a 
los efectos de que no estén regulados por esta iniciativa. Natu- 
ralmente, no parece lógico ya que se trata de un tipo de opera- 
ciones que no se da a clientes en particular, sino que se hacen 
entre empresas financieras, y por eso es que se habla de la Ley 
N* 15.322, Entendemos que, como otras cosas, no deberían 
estar reguladas por este proyecto de ley. 


En cuanto a los no residentes, simplemente son operaciones 
de préstamos que hacen bancos del Uruguay con empresas o 
personas no residentes en el país. 


SEÑOR ASTORI.- ¿Serían prestamistas no residentes en el 
país? 


SEÑOR BREZZO.- No, los prestatarios serían no residen- 
tes. 


Estas son las dos situaciones que se nos han planteado 
como exclusiones y que nos han parecido razonables. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: tratando de 
interpretar, supongo que lo que se quiere aclarar es que en el 
literal a) se hable de operaciones entre empresas financieras. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Solicito a 
los señores Senadores que no dialoguen porque, de lo contra- 
rio, se dificulta la toma de la versión taquigráfica. 


Continúa en el uso de la palabra el señor Senador Atchugarry. 
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SEÑOR ATCHUGARRY .- Supongo que la duda planteada 
es gramatical. En el literal a) tenemos que hablar de operacio- 
nes entre empresas financieras y, en el b) referirnos a cuando 
el deudor es no residente en el país. En ese caso, personalmen- 
te se me despejarían las dudas, no sé si también al señor Sena- 
dor Astori. 


SEÑOR ASTORLI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ASTORI.- Comprendí perfectamente la aclaración 
sobre el literal a), pero ahora me pregunto por qué se excluyen 
esas operaciones de la regulación de la ley. No entiendo los 
motivos por los que la Asociación de Bancos no quiere luchar 
contra la usura en las operaciones entre las propias institucio- 
nes que la conforman. En principio, no estaría de acuerdo con 
retirar esas operaciones del control de la ley. 


En el segundo caso, debemos convenir que el texto no acla- 
ra para nada lo que explicó el Miembro Informante, ya que 
señala que no estarán alcanzadas por lo dispuesto en la presen- 
te ley cuando se realicen con no residentes. Pero ¿quién hace 
el papel de quién? ¿El residente o el no residente? El artículo 
no aclara para nada quién es el prestamista y quién es el pres- 
tatario. Si el no residente es el prestatario, es decir, si una 
institución residente en el país le hace una operación de présta- 
mo a un no residente, creo que no habría problema en excluirlo 
porque, en todo caso, no es la materia que a nosotros los 
uruguayos nos interesa preservar. En todo caso, el artículo hay 
que redactarlo de otra manera. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Sobre las últimas manifesta- 
ciones que se han hecho en Sala, creo que habría que estable- 
cer -para interpretar lo que ha querido plantear el señor Miem- 
bro Informante- cuándo o en qué circunstancia el deudor es no 
residente en el país. Además, debemos aceptar que los intere- 
ses pueden ser usurarios para nuestras tasas, pero para las del 
país del residente pueden ser muy baratos; esto ha ocurrido 
entre nuestras tasas y las brasileras. Por ejemplo, un interés de 
un 20% en dólares es usurario en el Uruguay y una ganga en el 
Brasil, lo que hace dos años era claramente válido. 


Por otro lado, me permito hacerle saber al señor Senador 
Astori que especialmente comparto el literal a) por dos razo- 
nes. En primer lugar, si se trata de un préstamo entre empresas 
financieras, obviamente no tenemos razones para ser tuitivos. 
En segundo término, estos préstamos muchas veces son para 
especular contra el tipo de cambio. Si se está pujando contra el 
tipo de cambio, se acepta un «call» alto y si encima se da un 
«call» barato porque se aplican las normas de usura, entonces 
se va a pujar mucho más. Entonces, creo que nuestra obliga- 
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ción de legislar sobre la usura que nos impone la Constitu- 
ción, claramente está definida a propósito de proteger al con- 
sumidor y no para proteger a las instituciones bancarias cuyo 
interés -como bien señalaba el señor Miembro Informante, mu- 
chas veces estamos hablando de «call money»- a menudo se 
basa en expectativas y jugadas financieras de todo tipo, y es 
lógico que esté libre. Incluso, esta es una manera que tiene el 
propio Banco Central de apretarlos en ese tipo de jugadas; de 
repente se suben o se bajan los límites, porque es una de las 
herramientas de trabajo que existen. 


En consecuencia, pediría que se reflexione sobre esta dis- 
posición y señalo que comparto las aclaraciones que se han 
propuesto en el sentido de hablar de operaciones entre empre- 
sas de intermediación financiera y de especificar cuando el 
deudor es no residente en el país. Creo que estas son dos 
excepciones que le sirven al país. 


SEÑOR BERGSTEIN-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- El señor Senador Atchugarry me 
dejó en buena parte sin asunto, pero quiero agregar dos co- 
mentarios. 


Es evidente que cuando estamos trabajando en un proyecto 
de ley sobre usura está fuera de nuestra mente la compleja 
trama de relaciones entre instituciones de intermediación fi- 
nanciera. Para decirlo en buen romance, «entre bueyes no hay 
cornada» y ello no creo que deba ser objeto de regulación. Por 
eso, nos parece bien que figure a texto expreso fuera del marco 
legal. 


En cuanto a la expresión «no residente», me parece correc- 
to que se hable de «deudores no residentes». Quiero decir que 
el tratamiento discriminado a favor o en contra de los no resi- 
dentes en esta materia tiene amplios antecedentes. Hasta no 
hace mucho las tasas que se pagaban a no residentes por prés- 
tamos eran más altas que las que se abonaban a los residentes. 
Esto significa que la expresión ya tiene una tradición financie- 
ra en nuestro país y, como señalaba el señor Senador Atchuga- 
rry, se rige por otro tipo de parámetros que tampoco tienen que 
ver con el objetivo de esta ley. 


Por nuestra parte, acompañaremos alguna variante que se 
quiera hacer en la redacción y nos parece que es bueno incor- 
porar esa disposición como excepciones al marco legal, porque 
son materias realmente ajenas a lo que ha motivado cualquiera 
de los proyectos de ley que estamos tratando bajo el título de 
«Usura». 


SEÑOR ASTORI.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR ASTORL.- Pido disculpas al Cuerpo por intervenir 
reiteradamente en este tema. Debo decir que no comparto el 
razonamiento del señor Senador Atchugarry y lo lamento, por- 
que creo que sería mejor que estuviéramos de acuerdo sobre 
un tema tan importante. Respeto mucho su postura, pero no la 
comparto. El señor Senador hace alusión a una eventual opera- 
ción de presión sobre el tipo de cambio ante tasas controladas 
para operaciones entre bancos. Con la misma fuerza, yo podría 
imaginar situaciones de repercusión de altas tasas de operacio- 
nes entre bancos sobre el costo del dinero que el sistema ban- 
cario vuelca, por ejemplo, en el financiamiento de la inversión 
productiva del país. Me parece que eso se ha venido dando en 
la práctica -no es ninguna imaginación-; creo que las tasas de 
las operaciones entre bancos han jugado un papel de presión al 
alza en las tasas de interés -sobre todo por las operaciones 
«call»- y, por eso, no me convence el argumento. Naturalmen- 
te, respeto mucho esa postura, pero más bien me ratifica la 
necesidad de que estas operaciones también queden compren- 
didas, por su impacto sobre el costo del dinero en el país, por 
las normas que incluye este proyecto que estamos discutiendo. 


En cuanto a los otros aspectos que se han señalado, creo 
que con una aclaración en la redacción del proyecto, se solu- 
cionan las diferencias. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU.- Quiero señalar que no voy a acom- 
pañar esta disposición y, especialmente, deseaba expresar que 
esta calificación de no residente, ya cuando se discutió en la 
Conferencia de la CIDIP el tema de la autonomía para resolver 
la aplicación del derecho extranjero, se planteaba la posibili- 
dad de convertir a «no residente», por vía de poder, y así 
destruir toda la aplicabilidad; es decir, transformar al residente 
en no residente, lo que significaría una forma de burlar el 
Derecho. 


Señalo que no voy a apoyar este segundo aspecto, porque 
creo que le quita toda certeza a la disposición, en la medida en 
que un poder puede cambiar la condición del prestatario y esto 
podría hasta industrializar el procedimiento. Cuando se estudió 
el asunto de la CIDIP, se vio que en una oficina instalada en 
Buenos Aires se transformaba la aplicación del Derecho ex- 
tranjero, eludiendo el carácter de orden público del Derecho 
propio. En consecuencia, repito, no voy a acompañar este se- 
gundo aspecto. 


SEÑOR BREZZO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR BREZZO.- No tengo más que reiterar cuál ha sido 
el enfoque que hemos tenido al elaborar este proyecto de ley y 
cuál ha sido nuestra intención. De ninguna manera hemos pre- 
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tendido que con este proyecto de ley logremos regular todos 
los fenómenos de tasas de interés de operaciones financieras 
que puedan desarrollarse en el país. Por eso es que la ley ha 
intentado definirlas con la mayor precisión posible, regulándo- 
las solamente a ellas. Me parece que en cuanto a las operacio- 
nes entre bancos, la intención de la ley -y sobre este punto ha 
girado permanentemente la discusión- ha sido proteger a las 
personas de abusos en materia de tasas de interés o de cargas 
en Operaciones financieras, de financiamiento, de compras o 
de servicios, o de préstamos de dinero. 


Por lo tanto, no creemos que las normas que regulan la 
actividad entre los bancos deban estar en este proyecto de ley. 
Estamos convencidos de que la exclusión corresponde, que es 
pertinente. Consideramos que el texto es claro, porque habla 
de préstamos concedidos por las empresas de intermediación 
financiera cuando se realicen, por ejemplo, con otras empresas 
comprendidas en disposiciones que son las que definen a las 
empresas de intermediación financiera o con no residentes en 
el país. 


Se puede no compartir este concepto, pero desde nuestro 
punto de vista es correcto y muy claro. 


SEÑOR BERGSTEIN.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Dado que en el artículo 10 hay dos 
incisos, mociono para que se voten por separado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Léase el 
artículo aditivo propuesto. 


(Se lee:) 


«Artículo 9 (Excepciones).- Los préstamos concedi- 
dos por las empresas de intermediación financiera defi- 
nidas en el literal a) del artículo 1% no estarán alcanza- 
dos por lo dispuesto en la presente ley cuando se reali- 
cen con: 


a) Otras empresas financieras comprendidas en las 
disposiciones del Decreto-Ley N* 15.322 del 17 de se- 
tiembre de 1982 y sus modificativos. 


b) No residentes en el país.» 
- En consideración. 


SEÑOR BERGSTEIN .- Pienso que habría que decir «deu- 
dores no residentes en el país». 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- ¿Hay 
acuerdo para que el inciso segundo diga «deudores no residen- 
tes en el país»? 


SEÑOR BREZZO.- Sí, señor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el inciso a). 


(Se vota:) 

-13 en 20. Afirmativa. 

Se pasa a votar el inciso b). 
(Se vota:) 

-13 en 20. Afirmativa. 


Este artículo pasa a ser 9” y postergaríamos para el final la 
consideración del actual artículo 9*. 


SEÑOR ASTORI.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ASTORI.- Si bien ya había adelantado mis reser- 
vas sobre el literal a) quiero decir, respecto del literal b), que 
los argumentos ulteriores aportados por el señor Senador Sar- 
thou, sumados a una reflexión personal sobre la facilidad que 
existe actualmente para transformar a un no residente en resi- 
dente -cosa que se realiza en cuestión de minutos- me llevaron 
a no acompañar tampoco este último. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Léase un 
nuevo artículo aditivo presentado a la Mesa. 


(Se lee:) 

«Artículo 10 (Excepción).- No se computarán en los 
rubros enumerados en el artículo 1? de la presente ley 
los costos de los envíos postales relacionados con la 
actividad financiera.» 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-18 en 20. Afirmativa. 

El artículo aprobado pasó a ser el artículo 10. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Se había presentado un aditivo 
al artículo 1* y, a su vez, nosotros presentamos una variante de 
dicho aditivo. Quisiera saber si es posible considerarlo en este 
momento. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Aún que- 
da por considerar el artículo aditivo presentado por el señor 
Senador Carvalho. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Simplemente quería recordar a 
la Mesa que aún faltaba por estudiar ese aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Léase el 
artículo aditivo presentado por el señor Senador Carvalho. 


(Se lee:) 


«Artículo 10.- Sin perjuicio de los cometidos atri- 
buidos por la Ley N* 16.696, el Banco Central del Uru- 
guay reglamentará -dentro de los noventa días de la 
promulgación de esta ley- y controlará la actividad de 
las empresas administradoras de créditos. En caso de 
que se tuviera conocimiento de la posible existencia del 
delito de usura, el Banco Central del Uruguay deberá 
formular de inmediato la correspondiente denuncia pe- 
nal.» 


-En consideración. 
Tiene la palabra el señor Miembro Informante. 


SEÑOR BREZZO.- Este artículo venía en el proyecto del 
señor Senador Pereyra. 


Creemos que en ese artículo se le está imponiendo al Ban- 
co Central del Uruguay algunas tareas de muy difícil realiza- 
ción. Teniendo en cuenta que dicho Banco controla empresas 
administradoras de créditos, como las tarjetas o los bancos, no 
nos parece bien que se le imponga por ley una tarea de muy 
difícil realización. De acuerdo con esto, el Banco Central de- 
berá controlar, por ejemplo, a una empresa administradora de 
créditos en Cerro Chato para la venta de electrodomésticos. 
No creemos que sea lógico. De por sí, dicha institución tiene 
las atribuciones necesarias para controlar a las grandes admi- 
nistradoras, como las de tarjetas o los bancos. Por lo tanto, de 
acuerdo con lo expresado, no creemos que este artículo corres- 
ponda. 


Por otro lado, si los funcionarios del Banco detectan un 
delito, ya sea el de usura u otro cualquiera, están obligados a 
denunciarlo, en consecuencia, no debemos aclararlo en un 
artículo de la ley. 


Por tal motivo, no vamos a acompañar este artículo con 
nuestro voto. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Confieso que no he tenido oportu- 
nidad de hacer una lectura detenida de la Ley Orgánica del 
Banco Central, más allá de la que ya había realizado días 
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pasados cuando preparé el aditivo. Sin embargo, no encuentro 
en la normativa aplicable al Banco Central ninguna disposición 
que establezca expresamente su competencia en cuanto a con- 
trolar la actividad de las empresas administradoras de crédito, 
entendiendo por tales, por ejemplo, las que emiten tarjetas. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR CARVALHO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Si mal no recuerdo, en la Ley 
de Ordenamiento Financiero, a través de una modificación rea- 
lizada hace dos o tres años, se incorporó el control, no sobre la 
usura, pero sí sobre otras entidades financieras. Además, creo 
haber sido el autor de dicho aditivo. Lo que sucede es que, 
cuando pasa el tiempo, olvidamos si la otra Cámara aprobó o 
no nuestras propuestas. Sin embargo, tengo la casi certeza de 
que fue aprobado por ambas Cámaras. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Personalmente, voy a mantener la 
propuesta porque creo que las empresas administradoras de 
créditos, independientemente de que puedan instalarse en Ce- 
rro Chato, importan por el volumen del crédito que operan y 
por la significación que tienen, es decir, por el infortunio co- 
mercial que puede provocar la caída de una de ellas sobre el 
resto de la plaza, sobre las empresas comerciales, los provee- 
dores y porque, además, están conectadas, directa o indirecta- 
mente, con nuestro sistema financiero. 


En consecuencia, sin perjuicio de admitir que puede existir 
la norma referente a las empresas administradoras de tarjetas 
de crédito, hay empresas administradoras de crédito que justi- 
fican, a mi juicio, el control por parte del Banco Central. Por 
otro lado, si lo estableciéramos respecto de unas y no de otras, 
posiblemente se daría una corrida de negocios hacia aquéllas 
que no están sometidas al referido control y, en definitiva, 
estaríamos ante el mismo problema. Tampoco veo inconve- 
nientes lógicos, dado que el Banco Central está muy bien es- 
tructurado, dispone de medios y de una plantilla de funciona- 
rios muy competentes y bien retribuidos. Por lo tanto, no hay 
nada que le impida asumir esta tarea que, sin duda, comple- 
menta el sistema que estamos tratando de poner en práctica. 
Naturalmente, no se trata sólo de la ley sobre usura, ya que 
están pendientes la referente al Banco de Datos y la de defensa 
del consumidor. 


Por lo expuesto, expreso que voy a mantener mi propuesta. 
SEÑOR ASTORLI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
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palabra el señor Senador. 


SEÑOR ASTORL.- Deseo agregar un argumento a lo dicho 
por el señor Senador Carvalho. Pienso que, aun cuando estu- 
viera en vigencia la norma que le asigna al Banco Central la 
facultad de controlar, por ejemplo, a las empresas administra- 
doras de tarjetas, esta propuesta que se incluye como aditivo 
tiene perfecto fundamento en la necesidad de que el Banco 
aporte reglamentación a la luz de las nuevas disposiciones que 
estamos aprobando en este proyecto y que, obviamente, no 
están en vigencia. 


En otras palabras, este proyecto de ley agrega normas a las 
que están en vigencia y, por lo tanto, aporta argumentos sóli- 
dos al hecho de que se mejore, por parte del Banco Central, la 
reglamentación y el control de la actuación de estas institucio- 
nes a la luz de las nuevas normas que, ahora sí, estamos apli- 
cando. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-10 en 21. Negativa. 


Léase el aditivo propuesto por el señor Senador Atchuga- 
rry, correspondiente al inciso segundo del artículo 1*. 


(Se lee:) 


«Los intereses, compensaciones, comisiones, gastos 
u otros cargos se considerarán usurarios cuando, singu- 
lar o conjuntamente, superaren en un porcentaje mayor 
al 50% (cincuenta por ciento) o, en caso de ser morato- 
rios, superaren en un porcentaje mayor al 100% (ciento 
por ciento), las siguientes tasas». 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

-11 en 21. Afirmativa. 

SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- La discusión ha sido un poco con- 
fusa. Evidentemente, no ha habido tiempo de relacionar la can- 
tidad de aditivos que se han presentado. Tenía entendido que 
estaba en discusión una intercalación al cabo del primer párra- 
fo con otro texto, que establecía la sanción cuando la presta- 
ción indemnizatoria generada por incumplimiento de la obliga- 
ción, representaba un importe que, en función del tiempo trans- 
currido, excediere del doble. Aclaro que hubiera estado en 
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condiciones de votar esta proposición, porque la considero me- 
jor que la que se votó, pero, aparentemente, ha sido retirada. 


En ocasión de discutirse el inciso primero, aunque a esta 
altura tenga un valor meramente simbólico, quiero recordar al 
señor Presidente que queda un aditivo propuesto por quien 
habla, que aún no ha sido considerado, referido al tema de las 
categorías de préstamos. Esto abunda en el argumento reitera- 
damente expuesto, según el cual debemos eludir cuidadosa- 
mente toda posibilidad de que alguien pretenda interpretar esta 
ley con relación al examen de cada préstamo en particular. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Léase el 
aditivo propuesto por el señor Senador Carvalho correspon- 
diente a los literales a), b), c) «in fine». 


(Se lee:) 


«Celebrado para similares categorías según condi- 
ciones y riesgos del préstamo considerado». 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-1 en 21. Negativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


«ARTICULO 1”. (Usura).- El que cobrare, hiciere 
dar o prometer para sí o para otros, intereses, comisio- 
nes, gastos de administración, compensaciones por cual- 
quier concepto u otros cargos que tengan naturaleza 
usuraria de acuerdo al texto de la presente ley, por un 
préstamo de dinero o por cualquier otra operación fi- 
nanciera, será castigado con seis meses de prisión a 
cuatro años de penitenciaría. 


Los intereses, compensaciones, comisiones, gastos u 
otros cargos se considerarán usurarios cuando, singular 
o conjuntamente, superaren en un porcentaje mayor al 
50% (cincuenta por ciento) o en caso de ser moratorios 
superen en un porcentaje mayor al 100% (cien por cien- 
to) las siguientes tasas: 


a) las tasas medias del mercado de operaciones co- 
rrientes de préstamos bancarios del trimestre anterior, 
cuando se trate de préstamos en efectivo, otorgados por 
empresas de intermediación financiera comprendidas en 
las disposiciones del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982 y sus modificativas, celebrados en 
similares condiciones y riesgo del préstamo considera- 
do; 
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b) el promedio ponderado verificado en el trimestre 
anterior de las tasas medias del mercado de operaciones 
de préstamos en dinero realizados por las empresas ad- 
ministradoras de crédito y las correspondientes al mer- 
cado de préstamos otorgados a las familias por las insti- 
tuciones financieras referidas en el literal anterior, cuan- 
do se trate de préstamos en efectivo, otorgados por per- 
sonas físicas o jurídicas que no integran dicho sistema 
de intermediación financiera, celebrados en similares 
condiciones y riesgo del préstamo considerado; 


c) las tasas medias del mercado de operaciones de 
financiamiento de venta de bienes y servicios del tri- 
mestre anterior, realizadas por empresas administrado- 
ras de créditos, cuando se tratare de cualquier tipo de 
operación financiera -excluidos los préstamos en efecti- 
vo- celebrada en similares condiciones y riesgo de la 
operación considerada. 


Las tasas medias referidas en los literales preceden- 
tes se determinarán considerando tasas efectivas anua- 
les. 


El límite del 50% (cincuenta por ciento) referido 
anteriormente se determinará aplicando el coeficiente 
de 1.5 a las tasas referidas en los literales a), b) y c). 


La misma pena se aplicará: 


1) Al que procurare, adquiriere, transfiriere, mediare 
O consiguiere para otro un préstamo de dinero o la cele- 
bración de cualquier otra operación financiera, cobran- 
do o haciendo prometer, para sí o para otros, una comi- 
sión usuraria por su gestión; 


2) al que a sabiendas adquiriere, transfiriere o hicie- 
re valer un crédito usurario emergente de un préstamo o 
de cualquier otra operación financiera. 


ARTICULO ?2”. (Circunstancias agravantes).- Serán 
circunstancias agravantes de los delitos previstos en el 
artículo precedente: 


a) la simulación por cualquier medio, de las cantida- 
des prestadas o del monto del crédito a devolver, así 
como del contrato de préstamo o de cualquier otra ope- 
ración financiera, bajo una forma jurídica diversa; 


b) la aceptación o exigencia de recaudos o garantías 
de carácter extorsivo o desnaturalizados en sus formas 
jurídicas; 


c) el abuso de la necesidad, estado de apremio eco- 
nómico, ligereza o inexperiencia del obligado. 


ARTICULO 3". (Efectos civiles de los procedimien- 
tos penales).- Decretado el procesamiento por el delito 
de usura, sólo se tendrá derecho a reclamar civilmente 
la suma dada efectivamente por capital, y quedará en 
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suspenso cualquier acción civil para el cobro de intere- 
ses, compensaciones, gastos de administración o comi- 
siones emergentes de la operación financiera que moti- 
va la decisión judicial. En caso de sentencia penal abso- 
lutoria pasada en autoridad de cosa juzgada, se tendrá 
derecho a reclamar civilmente los intereses y restantes 
cargos. 


ARTICULO 4”. (Extinción de las pretensiones judi- 
ciales sobre los recargos y derechos del deudor).- En 
procesos civiles cuando el tribunal competente, en sen- 
tencia pasada en autoridad de cosa juzgada, declare que 
ha constado el cobro de intereses u otros cargos que 
superen el 50% (cincuenta por ciento) de las tasas me- 
dias a que refiere el artículo 1” de la presente ley, res- 
pectivamente para préstamos u otras operaciones finan- 
cieras, realizadas en similares condiciones y riesgo del 
préstamo u operación financiera de que se trate, sólo se 
tendrá el derecho a reclamar civilmente la suma dada 
efectivamente por capital (artículo 109 del Código Pe- 
nal). El deudor por su parte, podrá reclamar el resarci- 
miento de los daños y perjuicios materiales y morales 
que haya sufrido. 


ARTICULO 5". (Publicidad de las tasas medias de 
interés).- El Banco Central del Uruguay, publicará men- 
sualmente, en el Diario Oficial y en no menos de dos 
diarios de circulación nacional, las tasas medias del tri- 
mestre anterior, de los mercados a que refieren los lite- 
rales a), b) y c) del artículo 1? de la presente ley, discri- 
minadas en razón del plazo, tipo de moneda, existencia 
o no de cláusula de reajuste y sectores de actividad. 


ARTICULO 6”. (Operaciones financieras).- Se con- 
sideran operaciones financieras a los efectos de esta 
ley, aquellas en virtud de las cuales a cambio de una 
prestación en dinero, servicios o entrega de bienes mue- 
bles, resulta para alguna de las partes la obligación de 
pagar una suma de dinero diferida en el tiempo. 


ARTICULO 7”. (Empresas administradoras de cré- 
dito).- Se consideran empresas administradoras de cré- 
dito, a los efectos previstos en la presente ley, las perso- 
nas físicas o jurídicas que en forma habitual y profesio- 
nal intervengan en el financiamiento de la venta de bie- 
nes y servicios realizadas por terceros otorgando crédi- 
to mediante el uso de tarjetas, Órdenes de compra u 
otras modalidades similares, con recursos propios o en 
cuyo financiamiento no participe el ahorro público. 


ARTICULO 8”. (Constancias necesarias).- El capi- 
tal, los intereses, las compensaciones, los gastos de ad- 
ministración o las comisiones que se convengan en prés- 
tamos dinerarios u otras operaciones financieras, debe- 
rán constar expresamente y con mención concreta de 
valores numéricos en los documentos de adeudo o de 
concertación de la operación. 


Asimismo en las operaciones de financiamiento de 
adquisición de bienes o contratación de servicios debe- 


C.S.-131 


132-C.S. 


rá especificarse el precio al contado y el precio total 
financiado. 


En caso de omisión de alguna de estas constan- 
cias, no será aplicable el artículo 4” del Decreto- 
Ley N* 14.701, de 12 de setiembre de 1977 y los 
tribunales competentes no darán trámite a procesos 
civiles cuyo objeto sea el cobro de créditos de dicha 
naturaleza, hasta que el obligado consienta, total o par- 
cialmente, el importe de los mismos. 


ARTICULO 09”.(Excepciones).- Los préstamos con- 
cedidos por las empresas de intermediación financiera 
definidas en el literal a) del Art. 1” no estarán alcanza- 
das por lo dispuesto en la presente ley cuando se reali- 
cen con: 


a) Otras empresas financieras comprendidas en las 
disposiciones del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de se- 
tiembre de 1982 y sus modificativos. 


b) Deudores no residentes en el país. 


ARTICULO 10. (Excepción).- No se computarán en 
los rubros enumerados en el artículo 1” de la presente 
ley los costos de los envíos postales relacionados con la 
actividad financiera. 


ARTICULO 11. (Derogaciones).- Deróganse los ar- 
tículos 7%, 8%, 11 y 15 de la Ley N* 14.095, de 17 de 
noviembre de 1972 y los artículos 2” y 3” del Decreto- 
Ley N* 14.887, de 27 de abril de 1979. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 21 de julio de 1999. 


HUGO FERNANDEZ FAINGOLD 
MARIO FARACHIO Presidente 
Secretario.» 
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10) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR POZZOLO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR POZZOLO.- Hago moción para que se levante la 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se va a 
votar la moción presentada. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 20 y 6 minutos, presidiendo el señor 
Senador Wilson Sanabria y con asistencia del señor Presiden- 
te del Senado, licenciado Hugo Fernández Faingold, y los 
señores Senadores Astori, Atchugarry, Bentancur, Bergs- 
tein, Brezzo, Carvalho, Couriel, Chiesa, Gandini, Heber, 
Mascheroni, Pozzolo, Segovia y Virgili). 
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